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La Vulneración del Derecho Constitucional al Trabajo causada por la coexistencia de la 
precarización laboral 
 
El presente trabajo de investigación pretende demostrar la vulneración del Derecho 
Constitucional al trabajo por la coexistencia de la precarización laboral desde el aparecimiento 
de los servicios técnicos especializados autorizados por el Mandato Constituyente N° 8 y su 
Reglamento, norma que no ha eliminado la precarización laboral, circunstancia que desvirtúa el 
espíritu de protección de la relación laboral al permitir la contratación civil de servicios, 
generando la desigualdad de condiciones entre trabajadores que, a pesar de prestar el mismo 
servicio, no reciben la misma retribución, situación que le impide al individuo afectado, 
alcanzar el BUEN VIVIR. Se despejará la gran incógnita planteada: ¿El Estado Ecuatoriano 
garantiza el Derecho Constitucional al trabajo?; generando una propuesta de cambio que 
garantice, el cuidado y protección de los derechos que tiene el trabajador ecuatoriano, desde la 
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The Violation of the Constitutional Right to Work caused by the 
coexistence of job insecurity 




Como se verá a lo largo del estudio que se pretende realizar, el problema planteado, tiene como 
fin establecer la inconstitucionalidad que se deriva de la expedición de una ley que 
“supuestamente” ampara a grupos de trabajadores que, se han ceñido a una normativa jurídica 
laboral que vulnera su derecho constitucional a acceder a las fuentes de empleo necesarias que 
les permitan cubrir sus necesidades básicas de subsistencia, garantizando una remuneración, 
retribución justa y acceso a la seguridad social.  
 
Se permite la contratación de personal bajo un esquema contractual inconstitucional de 
prestación de servicios técnicos especializados, desconociendo una legítima relación laboral y 
detrás de ella, el cumplimiento de uno de los “Derechos del Buen Vivir” consagrados en la 
Constitución Ecuatoriana vigente.  
 
El tema busca obtener como resultado de una profunda investigación, una propuesta de 
cambio encaminada a eliminar la contratación de servicios  técnicos especializados bajo la 
premisa del reconocimiento de la obligación constitucional que los sujetos activo y pasivo que 
forman parte de esta relación tienen mutuamente, considerando que se trata de un tópico de 
actualidad y que desde su vigencia ha causado en la sociedad, una profunda polémica que 



















1. ANTECEDENTES DEL RECONOCIMIENTO 




 En el Ecuador se vienen dando una serie de cambios impulsados por la actual 
administración estatal, los mismos que en algunos casos han resultado evidentemente 
convenientes para los intereses de la sociedad y del país en general, pero en otros, han 
degenerado en condiciones legales, administrativas o económicas contradictorias al 
ordenamiento jurídico y la integridad de los ciudadanos, tal como lo refiere el analista político y 
jurista ecuatoriano Ernesto Díaz, quien al efecto destaca que el accionar político de los tiempos 
modernos y la coyuntura social dominante ha hecho que las administraciones públicas en los 
diferentes estados implementen condiciones sustentadas en el imperio de la Ley, a través de las 
cuales se ponen de manifiesto y se refuerzan prácticas empresariales que han venido siendo 
ejecutadas desde hace varias décadas en detrimento de los trabajadores, justificando dichas 
circunstancias con posturas sometidas al poder del capital y su primacía sobre el factor humano. 
 
 En este sentido, pese a que el autor referido no hace alusión directa al caso ecuatoriano 
pues su pretensión no es individualizar el análisis en un solo caso específico, la lógica aplicada 
por éste si se encuadra dentro de la situación que atraviesa hoy en día un segmento importante 
de la clase trabajadora que ve vulnerados sus derechos con la expedición y vigencia del 
Mandato Constituyente 8 que se pretende analizar en este estudio, en donde, pese a la evidente y 
efectiva lucha social que se ha dado en defensa de ciertas garantías laborales, la tercerización no 
ha podido ser eliminada completamente y ante ello, se han configurado condiciones legales en 
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razón de las cuales  es factible aplicarla y vulnerar consecuentemente, el derecho de los 
trabajadores que por mandato legal, se ven sometidos obligatoriamente a la misma.  
  
 Me permito analizar algunas definiciones de tratadistas expertos en Derecho del 
Trabajo, siendo así iniciaremos con los elementos planteados por el Profesor uruguayo Américo 
Plá Rodríguez que en su libro “Los Principios del Derecho del Trabajo” indica y enfatizo a 
continuación: 1.- Principio protector, del cual se desprenden tres ideas fundamentales: a) In 
dubio pro operario, b) Aplicación de la norma más favorable, c) Regla de la condición más 
beneficiosa. 2.- Irrenunciabilidad de los derechos, que implica que los trabajadores no pueden 
renunciar a los derechos que tengan reconocidos en las normas legales y en los convenios 
colectivos. 3.- Principio de continuidad de la relación laboral persigue que las relaciones 
laborales sean estables, concibiendo al contrato de trabajo como una relación jurídica indefinida, 
estable y de jornada completa, de tal manera que asegure la continuidad de la permanencia del 
trabajador en la empresa, protegiéndola de rupturas e interrupciones y limitando las facultades 
del empleador de ponerle término. 4.- Primacía de la realidad, que puede definirse como el 
principio que, en caso de discordancia entre lo que ocurre en la práctica y lo que surge de 
documentos o acuerdos, debe darse preferencia a lo primero, es decir, a lo que sucede en el 
terreno de los hechos. 5.- Principio de la razonabilidad, que consiste en la afirmación esencial de 
que el ser humano, en sus relaciones laborales, procede y debe proceder conforme a la razón; y 
6.- Principio de la buena fe, que en términos generales describen deontológicamente las normas 
básicas para la existencia y desenvolvimiento de la relación laboral que ante todo, resguarda la 
condición del trabajador evitando el atropello o vulnerabilidad de sus derechos. 
 
 Por otro lado, el concepto de “trabajo decente” propuesto por la Organización 
Internacional del Trabajo busca establecer las condiciones y estándares internacionales que 
debería reunir una relación laboral aclarando que ésta deberá realizarse de forma libre, 
igualitaria, segura y humanamente digna además de generarse respetando los principios 
laborales fundamentales y sin ningún tipo de discriminación que, en materia de Derechos 
Humanos constituye uno de los derechos primarios de un individuo, respecto a ello, nuestra 
norma constitucional en la Sección VIII Trabajo y Seguridad Social, expresa que el trabajo es 
un derecho y un deber social siendo el Estado el que garantice a las personas trabajadoras, el 
respeto a sus derechos laborales fundamentales. 
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 A tal efecto, se torna imperativo hacer referencia a uno de los hechos que mayor 
impacto causó en su momento tanto en el ámbito legal como en el laboral, esto es, la seudo 
eliminación de la contratación de trabajo en base a la modalidad de tercerización, en cuyo caso, 
es conveniente señalar que mediante la expedición del Mandato Constituyente N° 8 dictado por 
la Asamblea Nacional Constituyente en el año 2008 y su respectivo Reglamento de aplicación 
en lo pertinente a los servicios técnicos especializados, se vulnera claramente el derecho 
constitucional irrenunciable, inalienable e imprescriptible que tienen los trabajadores para 
acceder a una fuente de empleo adicional legalmente aceptada y que les permita alcanzar el 
buen vivir que de manera muy adecuada se determina en la normativa constitucional vigente. 
 
En este sentido, ha de tenerse en cuenta que existe una pésima apreciación jurídica e 
interpretativa del Asambleísta Constituyente de ese entonces y también de los actuales 
legisladores, puesto que mediante la expedición de la norma y la no subsanación de la misma en 
la actualidad, ha sido posible disfrazar la tercerización laboral mediante una serie de cortinas 
legales como por ejemplo su encuadre en la legislación bajo la premisa y calificativo de 
actividad complementaria, la cual se configura en base al criterio de que por no ser parte directa 
del giro de un negocio o industria activa en el país, se torna susceptible de ser contratada a un 
tercero que se dedicará exclusivamente a ella, pero dejando sentada la responsabilidad solidaria 
de la usuaria de los servicios de que se traten y por otro lado, creando los servicios técnicos 
especializados que se manejarán como una relación de prestación civil sin el reconocimiento del 
aporte e involucramiento que el trabajador considerado en este caso como proveedor, brinda y 
tiene con el requirente de este mal llamado servicio. 
 
Este tipo de criterio ha sido ya referido y respaldado por varios políticos y profesionales 
en Derecho en el país y, que ante el aparecimiento de esta normativa constitucional-laboral, 
manifestaron su inconformidad, tal es el caso de la abogada Cristina Reyes, quien en su ensayo 
titulado como “Análisis del Mandato Constituyente 008” señala que “…El art. 1 del Mandato 
convierte en ilícita a la tercerización de servicios complementarios y la prohíbe en forma absoluta y 
terminante. Sin embargo, el art. 3, paradójicamente, la admite, pero la bautiza como contratos de 
prestación de actividades complementarias. Es decir, pese a la prohibición inicial, subsistirá la 
tercerización en actividades complementarias de vigilancia, seguridad, alimentación, mensajería y 
limpieza, siempre que ellas sean ajenas a la actividad principal de la usuaria”. (Reyes, 2008) 
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La notoria vulneración de derechos que se avala jurídicamente con la emisión del 
Mandato Constituyente N° 8, tiene su origen en el simple y común hecho de que algunos 
servicios considerados como técnicos especializados por su naturaleza e injerencia, si 
constituyen una parte indispensable e intrínseca de la actividad comercial a la cual se dedica una 
compañía, circunstancia que implica en consecuencia; que los derechos laborales consagrados 
en el Código del Trabajo y la misma Constitución de la República deben ser reconocidos bajo la 
figura cierta de una relación obrero-patronal que a su vez, debe protegerse con la aplicación de 
la legislación que rige hoy en día. 
 
Hechos como el que se alude anteriormente relativo a los vicios que se presentan en la 
concepción de las normas laborales en el Ecuador, hacen necesaria la obligación de formular 
una gama de cuestionamientos en torno a los cuales la presente investigación pueda sustentar su 
desarrollo y efectivizar las posibilidades de concretar la prestación de soluciones respecto de la 
referida problemática. 
 
En este caso, se plantean a continuación las preguntas directrices de este estudio: 
 
- ¿En el Ecuador existe vulneración del Derecho Constitucional al trabajo y coexistencia 
de la precarización laboral? 
 
- ¿El Estado Ecuatoriano garantiza a sus trabajadores oportunidades laborales 
constitucionales? 
 
- ¿El Mandato Constituyente N° 8 abolió las distintas formas de precarización laboral? 
 
- ¿En el Ecuador se respetan los derechos constitucionales? 
 
 
Con la finalidad de generar un análisis integral sobre la problemática que se trata en esta 
investigación, es preciso replantear los objetivos que se pretenden alcanzar con su realización, 
siendo los más importantes los siguientes: 
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- Visibilizar la inconstitucionalidad de los servicios técnicos - especializados, con el fin 
de proponer soluciones correctivas que fortalezcan el derecho primario que tienen los 
trabajadores a accesar a una fuente de empleo, garantizando su condición de trabajador. 
 
- Analizar el impacto que genera el no reconocimiento de la relación obrero-patronal que 
se deriva de la falta de protección constitucional de los trabajadores que prestan un 
servicio técnico especializado.  
  
Es necesario establecer estos criterios, puesto que la importancia del estudio e 
investigación de la inconstitucionalidad de los servicios técnicos especializados vigentes y 
aplicados a través del Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento, alcanzan un ámbito de 
vital atención y connotación para la sociedad ecuatoriana, ya que una de las modalidades más 
comunes para generar empleo es precisamente a través de la contratación civil de servicios 
técnicos especializados, ilegítimamente reconocida y promotora de la coexistencia de la 
precarización laboral. 
 
Cabe destacar también, que la modalidad de servicios técnicos especializados  
constituye en la actualidad una de las fuentes de trabajo del país, que se encuentra en constante 
crecimiento y que en la actualidad no cuenta con la protección constitucional que merece. 
  
En términos generales, vale decir que todo individuo que preste un servicio lícito y 
personal supervisado en un horario establecido y que por este servicio reciba un pago, merece 
ser reconocido bajo la calidad de trabajador, condición laboral que deriva en el reconocimiento 
del derecho constitucional y legal al trabajo legalmente garantizado y plenamente protegido. 
 
Por otra parte, en cuanto se refiere al antecedente que genera la problemática jurídica que se 
analiza, cabe manifestar que parte de la necesidad de eliminar la tercerización e intermediación laboral se 
remonta a la iniciativa del Presidente de la República, el Economista Rafael Correa Delgado, quien 
consideró que lo establecido en la Ley Reformatoria al Código del Trabajo que fue  publicada en el 
Suplemento del Registro Oficial N° 298 del 23 de junio del 2006, no constituía un recurso legal suficiente 
para hacer cumplir los derechos de los trabajadores tercerizados, intermediados e intermitentes o 
conocidos también como trabajadores por horas, razón por la cual se diseñaron estrategias jurídico-
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políticas como es el caso de la imposibilidad empresarial de declarar utilidades si el sector no cumple 
con los derechos de los trabajadores. 
 ( http://www.elciudadano.gob.ec/index.php?option=com_content&view=article&id=41657:) 
  
A tal efecto, el Mandato Constituyente N° 8 reguló ciertas actividades de trabajo, mas 
no todas aquellas que se encontraban inmersas en la tercerización e intermediación laboral. 
  
Con la expedición de esta norma, no se consideró el estándar de vida de algunos 
ecuatorianos que para poder sobrevivir y generar condiciones de subsistencia adecuada para sus 
respectivas familias, tenían que trabajar en varios lugares por horas, coartando su pleno derecho 
al trabajo, el cual a su vez está consagrado en la Constitución que en su artículo 33 textualmente 
especifica: “El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de realización 
personal y base de la economía. El Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a su 
dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un trabajo 
saludable y libremente escogido o aceptado.” (Lo subrayado me pertenece). (Constitución de la 
República del Ecuador, 2008) Art. 33. 
 
La eliminación de la tercerización e intermediación laboral aceptada hasta la expedición 
del Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de aplicación, contribuyó por un lado, para 
que se fomenten nuevas fuentes de trabajo que admitían en cierto punto condiciones laborales 
de flexibilidad, pero por otro lado, incrementó el desconocimiento consciente de los derechos 
inalienables e irrenunciables del trabajador ecuatoriano, exigidos en su cumplimiento, por la 
normativa constitucional vigente y por las demás leyes expedidas para el efecto configurando un 
atropello al “trabajo decente” concepto engendrado por la Organización Internacional del 
Trabajo que determina: “El trabajo decente resume las aspiraciones de la gente durante su vida 
laboral. Significa contar con oportunidades de un trabajo que sea productivo y que produzca un ingreso 
digno, seguridad en el lugar de trabajo y protección social para las familias, mejores perspectivas de 
desarrollo personal e integración a la sociedad, libertad para que la gente exprese sus opiniones, 
organización y participación en las decisiones que afectan sus vidas, e igualdad de oportunidad y trato 
para todas las mujeres y hombres”.  (http://www.ilo.org/global/Themes/lang--es/index.htm, Consultado 
el 24 de noviembre de 2013 ) 
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De manera complementaria a lo manifestado, es preciso señalar que la problemática 
social referida trajo consigo una serie de restricciones a las regulaciones establecidas que en 
sentido estricto, buscaban armonizar las relaciones obrero-patronales y que fomentaban 
paralelamente el crecimiento del elemento Trabajo, indispensable dentro de una sociedad en 
desarrollo como la ecuatoriana. 
 
 Una vez que se han considerado los antecedentes de la problemática que atraviesa 
actualmente el sector laboral ecuatoriano especialmente en cuanto tiene que ver con los 
intereses y derechos de los trabajadores, así como los objetivos y los parámetros sobre los que 
se va a sustentar el desarrollo del estudio, es factible hacer referencia a la temática principal que 
ha sido considerada para dilucidar el problema y plantear sus consecuentes soluciones en 
beneficio de la sociedad y el Estado como tal.  
 
1.2. RECONOCIMIENTO DEL DERECHO CONSTITUCIONAL DEL 
TRABAJO EN LA CONSTITUCIÓN DEL ECUADOR  
 
 A fin de estructurar un análisis constitucional que abarque todos los componentes 
jurídicos que dan lugar al tema del trabajo en el Ecuador, es preciso desarrollar un estudio 
enfocado en dos aspectos claramente definidos entre sí, por una parte está el de los antecedentes 
que dieron lugar a la configuración normativa de la actual Constitución y por otra, se encuentra 
el tratamiento mismo que desde la perspectiva constitucional, se ha dado en torno al ámbito 
laboral y los efectos que éste genera, así entonces se propone a continuación el siguiente análisis 
teniendo en cuenta lo referido por Gastón Castillo, quien determina que “…la larga y penosa 
lucha que la clase trabajadora ha venido desarrollando desde hace ya casi dos siglos en el Ecuador y el 
resto del planeta, ha sido capaz de alcanzar logros tan trascendentales que sin duda alguna cambiaron el 
curso de la historia y transformaron profundamente la estructura de la sociedad mundial, sin embargo, 
tales logros en ocasiones son transgredidos de una forma descarada y lamentable  por los Gobiernos de 
turno, que nublan el horizonte legal de los Estados y perjudican grandemente la integridad jurídica de 
los ciudadanos, tal es el caso sucedido en el Ecuador en donde fue avalada legalmente la tercerización 
laboral y socavadas las bases constitucionales relativas a los derechos de los trabajadores” (Castillo, 
2013, pág. 3), cita que deja en manifiesto el evidente atropello a las conquistas laborales que 
durante años han alcanzado los trabajadores ecuatorianos y, que se ven transgredidos; por la 
aceptación legal y expresa de la tercerización laboral, materializada en la permisibilidad de la 
contratación civil –no laboral– de servicios técnicos especializados. 
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1.2.1. Antecedentes de la Constitución 
 
 La pertinencia del tema planteado en el presente numeral queda supeditada al simple 
hecho que las condiciones jurídicas y laborales sobre las que se sustentan las relaciones obrero-
patronales en el Ecuador son el resultado directo de una amplia  serie de condiciones y 
circunstancias anteriores que se constituyen en antecedentes no sólo de la problemática 
analizada sino de régimen legal que rige hoy en día. 
 
 Respecto de lo manifestado en el párrafo precedente, vale decir que la propuesta de dar 
origen a una nueva Constitución para el Estado y la sociedad ecuatoriana, remonta sus inicios a 
la campaña política regentada por el actual Presidente de la República Economista Rafael 
Correa Delgado en el año 2006, en la cual se ganó el derecho a ocupar el cargo que hasta el día 
de hoy desempeña, derrotando a su contendiente más próximo el Abogado Álvaro Noboa 
Pontón.    
 
 Partiendo del mencionado ofrecimiento electoral, en el año 2007 entró a la escena 
política la Asamblea Nacional Constituyente con sede en el cantón Montecristi de la Provincia 
de Manabí y que tuvo como principal tarea, redactar el texto constitucional para someterlo 
posteriormente a un referéndum popular en el cual sería aprobado o rechazado por el pueblo, sin 
embargo, también tuvo entre sus competencias la potestad de legislar provisionalmente como 
sucedió en el caso de los Mandatos Constituyentes, hasta que se instaure el nuevo sistema que 
se pretendía configurar y que a la larga se lo hizo. 
 
 El Referéndum al cual se hizo alusión con anterioridad se llevó a cabo el 28 de 
septiembre de 2008 y en éste se aprobó la propuesta constitucional presentada y regentada por el 
Gobierno de turno, debiendo manifestarse que su organización y logística fue el último proceso 
que estuvo a cargo del desaparecido Tribunal Supremo Electoral, antes de ser reemplazado por 
el Consejo Nacional Electoral y el Tribunal Contencioso Electoral. 
 
 Vale decir que la propuesta del marco constitucional que fue aceptado mediante 
votación general por el pueblo ecuatoriano se ha caracterizado por contener ciertos parámetros 
controvertidos a decir de grupos opositores a la actual administración, así por ejemplo, el error 
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de integrar disposiciones que refuerzan excesivamente las competencias del Gobierno Central y 
la Función Ejecutiva que dan como resultado la promoción de políticas proteccionistas, 
asistencialistas e intervencionistas cuyo alcance trasciende las fronteras ecuatorianas y han 
ocupado un lugar en el liderato regional de Sudamérica. 
 
 Desde una perspectiva global, la nueva Constitución ecuatoriana puede ser calificada 
como un cuerpo normativo supremo que busca erradicar la estructura de un sistema 
administrativo y jurídico basado en el garantismo de las libertades ciudadanas, por un régimen 
de carácter así mismo garantista pero enfocado integralmente en la vigencia del bienestar 
ciudadano que se inspira en los postulados que estructuran la ideología del denominado 
socialismo del siglo XXI y la filosofía comunitarista representada en el caso ecuatoriano por el 
buen vivir o sumak kawsay. 
 
 Vale decir que esta visión de vida denominada sumak kawsay ha sido entendida como 
“…El buen vivir se refiere a un estilo de vida que promueve los llamados derechos económicos, sociales 
y culturales y relaciones más sustentables con la naturaleza, de una forma distinta a cómo los promueve 
el modelo desarrollista al que los proponentes del buen vivir identifican con el concepto de vivir mejor - 
el cual rechazan”. (http://es.wikipedia.org/wiki/Sumak_kawsay#cite_note-1, Consultado el 17 de 
noviembre de 2013) 
  
Es preciso recordar que la campaña a favor del sí para el referéndum constitucional 
aprobatorio fue liderada por el Economista Rafael Correa Delgado y su movimiento político 
Alianza País, los cuales contaron  además con el apoyo de varias agrupaciones sociales y 
políticas, entre los cuales se destacan los partidos: Izquierda Democrática, Roldosista 
Ecuatoriano, Movimiento Popular Democrático, Poder Ciudadano, Partido Comunista del 
Ecuador, entre otros. En cuanto se refiere a los grupos opositores de la nueva normativa 
constitucional, se destaca principalmente el Abogado Jaime Nebot Saadi en su calidad de 
Alcalde de Guayaquil, quien fue criticado fuertemente por el oficialismo debido a los 
argumentos que éste presentaba en el sentido de que la nueva Carta Magna convergía 
inevitablemente en el mantenimiento ilegal e inmoral del Partido de Gobierno en el poder, así 
como también en el hecho de tomar el mando en los organismos de Estado más importantes con 
la finalidad de reforzar el centralismo y asegurar el poder. Una vez que el período de campaña 
para el Referéndum Constitucional fue superado y las dos posiciones: Sí y No presentaron sus 
 11   
 
argumentos buscando ganar el respaldo popular, se obtuvieron los siguientes resultados  
electorales: 
Tabla 1 
Resultado Referéndum Constitucional 
REFERENDUM CONSTITUCIONAL 
OPCIÓN N° DE VOTOS PORCENTAJE (%) 
Favor       4722065 63.93% 
Contra 2075754 28.10% 
Nulos 533684 7.23% 
Blancos 55071 0.74% 
Total 7395325 100% 
Elaborado por: Sandra Torres Cabrera 
Fuente: Consejo Nacional Electoral 
 
En base a los resultados que fueron publicados por el organismo competente y a través 
de los cuales se validó la vigencia de la nueva Constitución en el Ecuador, actualmente impera 
un nuevo ordenamiento que para muchos es adecuado y de avanzada, pero que sin embargo para 
otros pasa a convertirse en un instrumento jurídico que abaliza la ejecución de abusos como el 
exceso del poder, hechos que sin duda, quedan al criterio de cada persona interesada en 
practicar un análisis sobre el texto constitucional. 
 
1.2.2.  Tratamiento Constitucional sobre Derechos Laborales en el Ecuador 
 
 En cuanto tiene que ver con el tratamiento que la Constitución vigente del Ecuador da al 
tema del trabajo, vale decir que el mismo es relativamente extenso y por lo tanto es factible 
aseverar que se le confiere un carácter de relevancia por las implicaciones que genera en la 
sociedad y en los intereses del Estado, en este caso, la normativa establece tres referencias 
temáticas principales que versan sobre el ámbito laboral y el trabajo, éstas son:  
 
- Trabajo y Seguridad Social. 
- Trabajo y Producción. 
- Formas del trabajo y su retribución.  
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Con la finalidad de garantizar un análisis integral sobre los preceptos constitucionales que se 
hacen en lo relativo al trabajo, se plantea a continuación el análisis de cada uno de los temas 
indicados anteriormente. 
 
1.2.2.1. Trabajo y Seguridad Social 
 
 Con la finalidad de establecer parámetros doctrinarios que permitan generar una 
comprensión adecuada de la temática relativa al trabajo y la seguridad social, es importante 
hacer referencia a la explicación que da el tratadista Cabanellas sobre lo que constituye el 
Derecho del Trabajo desde la perspectiva conceptual, estableciendo en este sentido una 
clasificación basada en tres parámetros claramente definidos y diferenciados entre sí y que son: 
“El derecho en relación con el sujeto, el derecho en cuanto al objeto y el derecho en cuanto a la 
naturaleza del vínculo laboral.” (Cabanellas, 2006, pág. 359) 
 
  Ha de entenderse que el primer punto o segmento de la clasificación propuesta por 
Cabanellas versa directamente con la protección de las personas económicamente débiles 
mediante la recurrencia de cuerpos normativos o normas como tal enfocadas específicamente en 
la clase trabajadora, por lo tanto, según esta clasificación se entiende que el Derecho del Trabajo 
se constituye en una herramienta tutelar expedida o implementada en favor de uno solo de los 
sujetos que intervienen en la relación laboral, es decir, los trabajadores. 
 
 Vale decir que la posición referida en el párrafo que antecede se encuentra respaldada 
por el criterio jurídico del tratadista Eugenio Pérez (Pérez, pág. 72), quien manifiesta que “El 
Derecho del Trabajo constituye un mecanismo jurídico con un carácter unipolar que provoca en 
ocasiones graves perjuicios a la parte empleadora o patronos…”  
 
 El segundo punto por su parte, se circunscribe al derecho en cuanto el objeto, y se 
considera concretamente en este caso la producción y la actividad laboral, lo cual pone de 
manifiesto un enfoque del derecho del Trabajo restringido a cuestiones materiales o de capital, y 
deja de lado el interés social por la adecuada protección de los trabajadores, en consecuencia, se 
puede manifestar que este segmento es inadecuado para los estándares jurídicos actuales. 
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 El último aspecto al que se refiere Cabanellas cuando habla sobre la clasificación del 
Derecho del Trabajo es la naturaleza del vínculo laboral que lo limita a dos parámetros: Por una 
parte la relación de tipo contractual y por otra, la relación misma de trabajo, condición 
doctrinaria que si bien es incompleta, procura integrar en el nexo laboral a ambos sujetos, esto 
es, empleadores y trabajadores. 
 
 Habiéndose enunciado estas breves directrices introductorias a la temática que se aborda 
en este numeral, es preciso manifestar que bajo los términos jurídicos que se establecen para 
hacer referencia al ámbito del trabajo en la Constitución  ecuatoriana, se confiere al trabajo el 
carácter de derecho pero también el de un deber social que tienen todos y cada uno de los 
ciudadanos capacitados para tal efecto, puesto que el mismo acarrea implicaciones económicas 
y por consiguiente es base para el desarrollo personal y estatal. 
 
 Así lo determina la  (Constitución de la República del Ecuador, 2008) artículo 33 el cual 
manifiesta que: “El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de 
realización personal y base de la economía. El Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno 
respeto a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un 
trabajo saludable y libremente escogido o aceptado”.  
 
 De la cita planteada se desprende que le corresponde al Estado y se colige en 
consecuencia que también a los organismos que hacen parte de éste, el velar por la integridad 
jurídica de los trabajadores, por lo tanto, emitir y poner en vigencia cuerpos legales regulatorios 
que fraccionen o limiten el ejercicio de los derechos ciudadanos en este sentido, va contra 
cualquier pretensión constitucional tal como sucede en el caso del Mandato Constituyente N° 8 
y la validez legal que confiere a los servicios técnicos especializados respecto de su 
requerimiento en ciertos casos.  
 
 Un aspecto de transcendental importancia que mantiene relación con el ámbito laboral 
así como también con el problema que se analiza en la presente investigación se remite a la 
seguridad social, pues es evidente que bajo las condiciones de trabajo comunes y 
constitucionalmente protegidas, el trabajador puede contar con un derecho inalienable e 
irrenunciable como lo es la seguridad social que ha de ser garantizado por el Estado. La 
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normativa constitucional está garantizando lo anteriormente referido en el artículo 34 que 
textualmente indica:  
 
“El derecho a la seguridad social es un derecho irrenunciable de todas las personas, y 
será deber y responsabilidad primordial del Estado. La seguridad social se regirá por los 
principios de solidaridad, obligatoriedad, universalidad, equidad, eficiencia, 
subsidiaridad, suficiencia, transparencia y participación, para la atención de las 
necesidades individuales y colectivas. 
El Estado garantizará y hará efectivo el ejercicio pleno del derecho a la seguridad social, 
que incluye a las personas que realizan trabajo no remunerado en los hogares, 
actividades para el auto sustento en el campo, toda forma de trabajo autónomo y a 
quienes se encuentran en situación de desempleo.” (Constitución de la República del 
Ecuador, 2008) (Lo subrayado me pertenece). 
 
 En este caso, claramente se estipula a nivel constitucional que el derecho referido 
incluye a todas las personas que realizan actividades de trabajo no remunerado en los hogares, 
actividades para el sustento personal en el campo, toda forma de trabajo autónomo y va aún más 
allá otorgando este derecho a las personas que se encuentran desempleadas, por lo tanto, no es 
lógico pensar que quienes prestan un servicio bajo la modalidad de servicios técnicos 
especializados más aún cuando éstos constituyen parte integral de la actividad principal de la 
empresa a quien se presta, no sean susceptibles de acceder a los beneficios que otorga la 
seguridad social.  
 
 A tal efecto, es evidente que se configura una crítica contradicción entre la norma 
constitucional y la disposición contenida en el artículo 16 del Reglamento para la aplicación del 
Mandato Constituyente N° 8, por la cual se maquilla la ilegal figura de la tercerización y se 
degenera en la precarización laboral, a decir: “Se podrá contratar civilmente servicios técnicos 
especializados ajenos a las actividades propias y habituales de la empresa usuaria, tales como los de 
contabilidad, publicidad, consultoría, auditoría, jurídicos y de sistemas, entre otros, que serán prestados 
por personas naturales…” (Lo subrayado me pertenece). 
 
En este caso, también es importante tener en cuenta las consideraciones conceptuales 
que doctrinariamente se han hecho con relación a la seguridad social, debiendo manifestarse a 
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tal efecto que ésta es “…aquella concreta modalidad de actuación administrativa orientada a 
compensar la pérdida de rentas de trabajo mediante prestaciones, sobre todo dinerarias, que el estado 
financia.”  (Martínez, pág. 1) 
 
 Si se entiende la seguridad social como un imperativo atribuible al Estado en el cual 
este se ve obligado a compensar las pérdidas de renta de trabajo respecto de los trabajadores con 
la prestación de ciertos beneficios, es inconcebible pensar que mediante disposiciones de 
carácter constitucional como son las de los mandatos constituyentes, se puede deslindar de este 
tipo de responsabilidades al trabajador, dejando prácticamente al albedrío de los empleadores el 
cumplimiento o no de dichas obligaciones, esto específicamente cuando expresamente se faculta 
la tercerización de servicios técnicos especializados y consecuentemente las vulneraciones ya 
comprobadas que este tipo de relación laboral acarrea para los trabajadores. 
 
1.2.2.2. Trabajo y Producción 
 
 Con la finalidad de tutelar adecuadamente los derechos y garantías propios de los 
ciudadanos ecuatorianos y en especial de los trabajadores, la normativa constitucional también 
dispone una serie de artículos focalizados en el ámbito del trabajo y su relación con la 
producción. 
 
 En este sentido por ejemplo, el régimen constitucional vigente ha tratado de regular las 
formas de producción y los mecanismos de gestión que han de ocupar, reconociendo para tal 
efecto la variedad de alternativas organizacionales relativas a la producción económica en los 
diferentes campos como son la organización comunitaria, cooperativista, empresarial de 
naturaleza pública o privada, familiar y otras de similar connotación y características. 
 
 Para los efectos prácticos del sistema de producción ecuatoriano y los nexos que 
mantiene con las actividades de trabajo, constitucionalmente se ha determinado que el Estado es 
el responsable directo por mantener y promover las distintas formas de producción procurando 
siempre alcanzar el buen vivir de la comunidad, desincentivando a la par cualquier hecho o 
condición que atente contra este cometido y vulnere los derechos ya sea de la naturaleza o de los 
ciudadanos como tal. 
 16   
 
 Expresamente la normativa constitucional en este sentido señala que “…Se 
reconocen diversas formas de organización de la producción en la economía, entre otras 
las comunitarias, cooperativas, empresariales públicas o privadas, asociativas, 
familiares, domésticas, autónomas y mixtas. El Estado promoverá las formas de 
producción que aseguren el buen vivir de la población y desincentivará aquellas que 
atenten contra sus derechos o los de la naturaleza; alentará la producción que satisfaga 
la demanda interna y garantice una activa participación del Ecuador en el contexto 
internacional”. (Constitución de la República del Ecuador, 2008) (Lo subrayado 
me pertenece). 
 
 La última parte del artículo citado es altamente relevante para los intereses sociales y 
del Estado como tal, ya que en este caso se ha estipulado que las políticas públicas y acciones en 
general emanadas de organismos estatales tienen la obligación imperativa de alentar la 
producción interna tendiente a satisfacer las necesidades y demandas nacionales y garantizar de 
este modo una participación activa del país en el contexto internacional. 
 
  Las características fundamentales sobre las cuales deben sustentarse las prácticas 
públicas respecto de las formas de organización de los procesos de producción son entre otras, 
el estímulo de una gestión participativa activa, transparente y principalmente eficiente, aspectos 
que deben mantener compatibilidad independientemente de la forma de producción de que se 
trate con principios como sostenibilidad, productividad sistémica, valoración del trabajo y 
eficiencia económica y social que alcanzará el mejoramiento significativo de las relaciones 
obrero-patronales y laborales, garantizando a los trabajadores una condición laboral estable.  
 
1.2.2.3.  Formas de Trabajo y Retribución 
 
 En cuanto tiene que ver con las formas de trabajo y la correspondiente retribución que 
implica su desarrollo, vale decir que es un tema de alto interés para el cumplimiento de los 
objetivos de esta investigación, puesto que la referida noción de retribución no acarrea 
únicamente la responsabilidad de generar un pago adecuado por el servicio prestado, sino que 
también conlleva la obligación legal de cumplir con otros beneficios establecidos claramente en 
el marco jurídico constitucional, como por ejemplo: La afiliación a la seguridad social, pago de 
décimos, vacaciones entre otros. 
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 En consecuencia, el desconocimiento simple y puro de esta noción consagrada en la 
normativa constitucional como una verdadera institución legal, trae como resultado la 
vulneración y fraccionamiento de bienes jurídicos que normalmente se encuentran contenidos 
como tales en el Derecho Positivo que rige en el país, generando situaciones de incertidumbre y 
conflicto social capaces de desestabilizar la organización general de un pueblo y socavar las 
bases jurídico-políticas del Estado. 
 
 Por lo tanto, es preciso que existan lineamientos definidos y estrictamente derivados de 
las disposiciones constitucionales si se pretende establecer un marco de seguridad ciudadana en 
cuanto tiene que ver con sus derechos y garantías, caso contrario la vigencia de la ley pierde 
sentido y valor jurídico. 
 
 Al efecto, la disposición constitucional determina que el Estado es el principal regente 
en el tutelaje de beneficios jurídicos ciudadanos de orden laboral, por lo tanto, tal como lo 
dispone el artículo 325 de la Constitución es este quien tiene la obligación de garantizar el 
derecho de las personas al trabajo, reconociendo todas las modalidades de éste, ya sea en 
relación de dependencia o autónomas que se enmarquen dentro de los presupuestos legales, así 
como también las labores tendientes a generar el auto sustento y cuidado humano.  
 
 En este sentido, se debe tener en cuenta que el derecho al trabajo está sustentado en base 
a la recurrencia de varios principios, entre los que se destacan los establecidos en el artículo 326 
de la Constitución (2008): 
 
“1. El Estado impulsará el pleno empleo y la eliminación del subempleo y del desempleo. 
2. Los derechos laborales son irrenunciables e intangibles. Será nula toda estipulación en 
contrario. 
3. En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales, reglamentarias o 
contractuales en materia laboral, estas se aplicarán en el sentido más favorable a las 
personas trabajadoras. 
4. A trabajo de igual valor corresponderá igual remuneración. 
5. Toda persona tendrá derecho a desarrollar sus labores en un ambiente adecuado y 
propicio, que garantice su salud, integridad, seguridad, higiene y bienestar. 
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6. Toda persona rehabilitada después de un accidente de trabajo o enfermedad, tendrá 
derecho a ser reintegrada al trabajo y a mantener la relación laboral, de acuerdo con la 
ley. 
7. Se garantizará el derecho y la libertad de organización de las personas trabajadoras, sin 
autorización previa. Este derecho comprende el de formar sindicatos, gremios, 
asociaciones y otras formas de organización, afiliarse a las de su elección y desafiliarse 
libremente. De igual forma, se garantizará la organización de los empleadores. 
8. El Estado estimulará la creación de organizaciones de las trabajadoras y trabajadores, 
y empleadoras y empleadores, de acuerdo con la ley; y promoverá su funcionamiento 
democrático, participativo y transparente con alternabilidad en la dirección…” 
 
Otra de las condiciones que es importante a la hora de efectivizar los derechos laborales 
en el Ecuador, es el carácter bilateral y directo del cual goza la relación laboral configurada 
entre empleados y empleadores gracias al mandato legal o constitucional que en este caso hace 
el artículo 327 de la Carta Magna, trayendo como resultado positivo la prohibición de cualquier 
indicio o forma de precarización, sea esta en la forma de intermediación laboral o tercerización 
en las actividades propias y habituales de una empresa o persona empleadora. 
 
Con respecto al tema planteado, cabe manifestar también que la doctrina jurídico-
laboral se ha pronunciado casi integralmente a favor de los intereses de los trabajadores, tal 
como lo expone el tratadista colombiano Andrés Salamanca en su obra “El Derecho Laboral 
Moderno frente a los Procesos Globalizadores”, (pág. 137) donde señala que: 
 
 “…genérica y casi ancestralmente las relaciones de trabajo han estado marcadas por 
supuestos poco éticos que beneficiaban los intereses más atroces de grupos de poder 
enquistados en la administración de los Estado, sin embargo la visión individual de las 
personas y la evolución social han influido notoriamente en el cambio estructural de las 
relaciones laborales, como sucedió en la Revolución Rusa a inicios del siglo pasado.”  
 
La noción doctrinaria planteada tiene por objeto establecer la necesidad evolutiva que 
tiene la sociedad por contar con directrices legales tendientes a regular con armonía y equilibrio 
los beneficios que se generan en la actividad productiva tanto para trabajadores o empleados así 
como para empleadores. 
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Como ya fue referido anteriormente, en el ámbito laboral la retribución constituye un 
derecho “sine qua non”, que efectiviza el desarrollo conjunto de la sociedad, el Estado y la 
clase trabajadora, por lo tanto, su inobservancia precisa un trastorno de relaciones 
interpersonales, económicas, políticas, jurídicas e incluso culturales que básicamente favorecen 
a unos cuantos en detrimento de la enorme mayoría de habitantes de un país. 
 
Respecto del criterio establecido en el párrafo que antecede, es preciso complementar el 
alcance del mismo señalando que la retribución no implica únicamente el pago directo y 
equilibrado por la prestación de un servicio personal a un usuario o empleador, sino que sus 
efectos son mucho más amplios a tal acción que en última instancia resulta constituirse en una 
sola de las varias partes que conlleva la noción de retribución en el ámbito laboral.  
 
En este sentido, los efectos de la retribución relativa a actividades de trabajo abarcan 
ámbitos mucho más complejos como es el caso del tutelaje estatal que se estructura a partir de la 
vigencia de un marco legal, la protección social con que deben contar los trabajadores 
independientemente de la actividad que desarrollen, asistencias así mismo de connotación 
sociológica, capacitación o perfeccionamiento del recurso humano y estimulación del sector 
productivo en general. 
 
Esta posición es compartida por el jurista Alberto Montoro (pág. 33) quien plantea que: 
 
 “…como es sabido, los bienes mediante los cuales se retribuye el trabajo -y que 
constituyen por lo tanto el contenido del salario- pueden consistir en una suma de dinero, 
en una suma de bienes de distinta naturaleza (alimentos, vivienda, agua, luz, etcétera) o, en 
parte, en una cierta cantidad de dinero en metálico y, en parte también, en una suma de 
bienes jurídicos de diferente especie.”  
 
A razón de lo citado anteriormente, es factible señalar que el imperio de la Ley respecto 
del ámbito laboral no debe centrarse únicamente en el factor económico que generan las 
actividades productivas de un país, sino que trasciende en la obligación constitucional y 
humanista de velar prioritariamente por el bienestar común de la sociedad y el desarrollo 
individual sostenido de cada uno de sus miembros, esto último porque tampoco es 
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recomendable para la estabilidad idónea de una sociedad conferir riqueza y poder político 
focalizado a unos cuantos grupos, mientras la mayor parte de la población mantiene condiciones 
atentatoriamente desiguales. 
 
1.3.  APARECIMIENTO DE LA TERCERIZACIÓN, INTERMEDIACIÓN   
LABORAL Y EL TRABAJO POR HORAS EN EL ECUADOR  
 
 Una premisa fundamental y de amplia trascendencia que debe ser tomada en cuenta a la 
hora de analizar el tema que se propone en este numeral, es que la riqueza y beneficios 
económicos de ciertos grupos claramente identificados en el país y que han sido acumulados a 
lo largo del tiempo, no constituyen el fruto directo del tan aludido espíritu emprendedor o 
esfuerzo empresarial de estos, sino que pasan a ser parte de los efectos inevitables que generan 
las absurdas leyes que por décadas, han primado en  la legislación ecuatoriana. 
 
A tal efecto, las referidas leyes siempre parcializadas en beneficio de empleadores o 
patronos como se los llamaba antiguamente, han estado caracterizadas por negar constantemente 
a los trabajadores sus legítimos derechos en unos casos, o idear figuras que vulneran sus 
garantías más básicas, tal es el caso de la tercerización laboral o la intermediación. 
 
El tipo de prácticas referidas anteriormente generaron un fuerte impacto social en el 
Ecuador debido a la enorme masificación de trabajadores que prestaron sus servicios bajo estas 
modalidades, que si bien a primera vista constituían una importante fuente de creación de 
empleos, en el fondo se configuraron como un simple medio de precarización laboral que 
fraccionó por años los derechos de los trabajadores en beneficio de empleadores. 
 
En cuanto se refiere al tema específico de la aparición de la tercerización y la 
intermediación laboral en el Ecuador, es preciso manifestar que la primera remonta su inclusión 
legal al año 2001 mediante la expedición del Decreto Ejecutivo 1406, en donde se hace mención 
de la misma al determinar que:  
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“Para acogerse a lo prescrito en este Reglamento de Contratación por Horas, los 
empleadores necesariamente deberán contratar directamente a los trabajadores y no por 
intermediación, subcontratación o tercerización, salvo los casos de contratación por 
contratistas o intermediarios vinculados a los que se refieren los incisos primero y segundo 
del artículo 100 del Código del Trabajo. No se aplicará lo dispuesto en el inciso 
precedente en los casos de construcción civil de obras de infraestructura de duración 
determinada, tales como oleoductos, represas, construcción de vías, y en general, en obras 
públicas cuya ejecución en todo o en parte, esté a cargo del sector público y/o privado”.  
(Registro Oficial 305) Art. 7. 
 
En base a la cita propuesta, vale decir que si bien esta disposición prohíbe la 
tercerización laboral, debe tenerse en cuenta que la misma mantiene relación intrínseca con la 
contratación por horas que también constituye por la forma en que se recurrió a ella en el 
Ecuador, un mecanismo de precarización laboral que claramente afecta los derechos de los 
trabajadores. 
 
Por otra parte, analizando el tema desde una perspectiva cronológica es válido 
manifestar que la segunda mención que se hace sobre la tercerización en la legislación 
ecuatoriana es en la Ley Orgánica del Servicio Civil y Carrera Administrativa expedida el 6 de 
octubre de 2003, la cual dispone que cuando las entidades del sector público requieran la 
contratación de servicios tercerizados y otros de diferente naturaleza tendrán la capacidad para 
hacerlo pero siempre que la imposibilidad de ejecutarlos por si mismos se encuentre 
debidamente justificada. 
 
Si bien en Derecho Público expresamente quedan prohibidas las interpretaciones 
extensivas por el hecho de que los organismos y funcionarios públicos tienen como facultativo 
hacer lo que únicamente se encuentra prescrito en la Ley, de la cita planteada se desprende que 
la tercerización laboral está basada en una aceptación tácita ya que se convalida su recurrencia 
en determinados casos. 
  
En la misma ley con la finalidad de normar en cierta manera la aplicación práctica de la 
tercerización o intermediación de personal para la prestación de ciertos servicios, se establece 
textualmente:  
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“La contratación de servicios a través de empresas de tercerización o intermediación de 
personal deberá respetar los derechos de los trabajadores contemplados en la Constitución 
Política, en los convenios internacionales y leyes de la República; se sujetará a la 
reglamentación que para este fin expida el Presidente de la República. Las contrataciones 
de personal directas o a través de empresas de tercerización o intermediación de personal 
que no se sujeten a los términos de esta Ley Orgánica, serán nulas y originarán en 
consecuencia la determinación de las responsabilidades civiles, administrativas y penales 
de conformidad con la ley, pero en ningún caso la tercerizadora podrá pagar menos "del 
ochenta por ciento" del valor reconocido como emolumentos del trabajador por parte de la 
institución contratante.” (Ley Orgánica del Servicio Civil y Carrera Administrativa, 2013)  
 
 Como puede apreciarse la tercerización nace en principio de la necesidad de servicios 
adicionales en una empresa, y la misma al ser recurrida de manera inevitable tiene que 
encuadrarse dentro de los parámetros jurídicos que tutelan los derechos y garantías de los 
trabajadores, ya sea que éstos se hallen contemplados en la Constitución de la República o en la 
legislación común. 
  
Pese a esta disposición que en cierta manera es susceptible de erradicar el vicio legal 
que en la práctica implicó la tercerización para miles y miles de trabajadores en el país, se puso 
de manifiesto en primer lugar los intereses particulares de empresarios y se dejó de lado la 
intencionalidad que tenía la ley al regentar la validez de la referida institución laboral, lo cual 
implicó que se dieran abusos extremadamente graves y descarados en contra de la clase 
trabajadora que provenían en gran medida, del sector privado pero también del mismo Estado 
ecuatoriano. 
 
 En este sentido, la inestabilidad laboral, el no pago de sueldos o salarios bajo los 
lineamientos de ley, el incumplimiento de varios beneficios de ley a favor de los trabajadores, 
exceso de carga laboral, inobservancia de los horarios de trabajo y la no remuneración de horas 
extraordinarias o complementarias, entre otras acciones similares, dieron lugar a que la 
precarización laboral se arraigara tanto en la conciencia social que prácticamente era aceptada 
como una relación laboral normal. 
 
 En el año 2004 bajo la Presidencia del Coronel Lucio Gutiérrez Borbúa se emite la 
norma conocida como el “Reglamento de Tercerizadoras” mediante Decreto Ejecutivo 2166 que 
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fue publicado en el Registro Oficial 442 de 14 de octubre de 2004, y en el cual se hacen constar 
una serie de disposiciones encaminadas a validar la institucionalidad que acarreaba 
jurídicamente, la implementación de la tercerización en el Ecuador. 
 
 A tal efecto, cabe manifestar que el alcance del mencionado Decreto Ejecutivo buscaba 
generar una estructura legal sobre la cual debían operar quienes pretendían dedicarse a esta 
actividad, en cuyo caso, la prestación de este servicio quedaba exclusivamente supeditado a 
sociedades legalmente constituidas y bajo el estricto campo de servicios temporales, 
complementarios y de duración indefinida, a continuación la norma indicada:  
 
“La prestación de servicios de intermediación laboral a través de las sociedades conocidas 
como tercerizadoras es válida para la contratación de personal para servicios temporales, 
complementarios y de duración indefinida. Entiéndase que la relación laboral directa del 
contratado en las modalidades indicadas es con la intermediaria laboral o tercerizadora.” 
(Registro Oficial N° 442) Art. 1. 
 
 Al hacer referencia al tema de la regulación expedida para la aplicación de la 
tercerización o intermediación laboral, también es preciso tener en cuenta que el reglamento 
dispone que existían dos tipos de sociedades creadas para la prestación del servicio en análisis, 
la primera relativa a las sociedades de servicios temporales y la segunda la relativa a las 
sociedades de servicios complementarios. 
 
 En cuanto al grupo número uno de sociedades, se debe tener en cuenta que tenían por 
objeto asignar trabajadores a una empresa o persona natural bajo el carácter de usuaria, con la 
finalidad de cumplir con actividades eventuales, ocasionales, de temporada o por horas, 
encargando el control de este personal a un organismo creado en forma conjunta de entre el 
usuario y la empresa tercerizadora, haciendo constar siempre las condiciones de trabajo en un 
contrato de carácter civil o mercantil.  
 
 En lo concerniente a las sociedades de servicio complementario son aquellas facultadas 
para hacerlo en casos no solo ocasionales sino también de naturaleza indefinida, cuando se trate 
de actividades no vinculadas con el objeto principal de la empresa contratante, entra las cuales 
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se incluyen además aquellas empresas destinadas a la prestación de servicios que requieren 
conocimientos técnicos elevados y especializados, científicos o particularmente calificados. 
 
A simple vista, podemos constatar que el Mandato Constituyente N° 8 es una 
“adaptación” modificada a medida, de la normativa que en el pasado, reguló y garantizó la 
existencia de la precarización laboral en Ecuador. 
  
1.4. NORMATIVA CONSTITUCIONAL Y LABORAL ENCAMINADA A LA 
ELIMINACIÓN DE LAS FORMAS DE PRECARIZACIÓN LABORAL  
 
 Es relevante para los intereses de la sociedad ecuatoriana y en general de cualquier otra 
sociedad en el mundo, contar con un marco jurídico que norme las relaciones interpersonales de 
sus miembros en base al beneficio común y no a los intereses particulares de quienes ostentan el 
poder, sobre todo cuando se trata de temas tan delicados como lo es el campo laboral y en este 
específicamente lo que se refiere a derechos de los trabajadores, así entonces, es propicio que se 
analicen las normas que han sido estructuradas y puestas en vigencia en el orden constitucional 
y de la legislación ordinaria para eliminar las prácticas de precarización laboral que tan comunes 
han sido por décadas en el Ecuador y a las cuales la sociedad incluso ya se ha adaptado y 
aceptado como normales. 
 
 A tal efecto, se propone a continuación el siguiente análisis versado sobre las siguientes 
disposiciones de carácter laboral expedidas a favor de la clase trabajadora. 
 
1.4.1. Normativa Constitucional contra la Precarización Laboral  
 
 Con la finalidad de establecer un análisis centrado en ideas y criterios claros respecto de 
lo que implica la precarización del trabajo, es preciso hacer referencia en primer lugar al ámbito 
conceptual de esta figura, la cual desde el punto de vista doctrinario ha sido comprendida como 
“…una particular respuesta empresarial que se orienta a recuperar un nuevo margen de control sobre la 
utilización de mano de obra frente a las supuestas rigideces existentes en las regulaciones de mercado de 
trabajo.”  (Pérez & Busso, pág. 102) 
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 En este caso, si bien el concepto planteado resulta bastante técnico e incluso un tanto 
complicado de entender, ha sido preciso tenerlo en cuenta ya que representa una posición que si 
bien no lo acepta de manera expresa, contiene nociones que tratan de justificar la 
implementación de la precarización laboral y avalar la recurrencia de esta práctica como 
mecanismo legítimo de respuesta ante políticas o acciones que sean adoptadas por el Estado 
relativas al tema del trabajo y la producción de bienes y servicios. 
 
 De manera contrapuesta al criterio conceptual citado anteriormente, el jurista Herman 
Shultz (pág. 91), en su obra “Conflictos Laborales y Mecanismos para su Solución” establece que la 
precarización del trabajo desde una connotación política constituye “…la carencia de condiciones 
socio-económicas en el plano laboral que desembocan en la inseguridad e incertidumbre de la clase 
obrera.”  
 
 En cuanto se refiere al análisis jurídico aplicado a este concepto, vale decir que el 
mismo es extremadamente reducido y no abarca otros puntos esenciales que dan lugar a la idea 
de precarización laboral, sin embargo de lo cual si demuestra o busca establecer que la referida 
figura no es conveniente para la clase trabajadora u obrera y mucho menos para el Estado. 
   
Estimados que fueron los criterios conceptuales a los cuales se hizo alusión en párrafos 
anteriores, es posible generar una conceptualización propia que se ajuste no solo a las 
necesidades de esta investigación, sino también a los requerimientos jurídicos que pueden 
desprenderse del marco propositivo a ser presentado más adelante, así entonces, se considera 
que la precarización laboral pasa a constituirse en una seudo herramienta empleada por quienes 
regentan las actividades productivas para establecer condiciones principalmente económicas que 
van en beneficio propio y en detrimento de los intereses comunes de los trabajadores, y cuyo 
efecto inmediato, es el incumplimiento de las garantías básicas contempladas para estos últimos 
en el marco legal de un determinado Estado, es decir, que la precarización laboral se constituye 
en el medio abusivo al que recurren los empresarios para generar mayores ganancias en la 
actividad productiva a la cual se dediquen.  
 
 Una vez que han sido analizado y comprendidos los criterios conceptuales sobre la 
noción de precarización laboral, es factible desarrollar un análisis sobre lo que implican las 
medidas adoptadas constitucional y legalmente para erradicar esta práctica ilegal. 
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 De este modo, es preciso manifestar que la premisa fundamental que debe ser 
considerada previo al desarrollo del análisis relativo a las disposiciones legales y 
constitucionales que versan sobre la eliminación de cualquier tipo de forma precarista en la cual 
se desarrollen las actividades laborales en el Ecuador, se circunscribe al principio determinante 
que exige como condición imperativa en la configuración y vigencia de una norma, la de tutelar 
los intereses, derechos y garantías de la sociedad en primer plano y la de cada uno de sus 
miembros en medida de lo posible, por lo tanto, partiendo de esta noción es factible aseverar 
que la intencionalidad que actualmente se le ha conferido a ciertas regulaciones de carácter 
laboral tanto en el ámbito constitucional como en la legislación ordinaria, son adecuadas aunque 
no suficientes para asegurar una protección integral de la clase trabajadora frente a diversas 
formas de abuso que aún pueden presentarse.  
 
 En este sentido, es preciso considerar que desde la perspectiva general la Constitución 
de Montecristi se contempla un marco jurídico al cual ya se hizo alusión de manera precedente, 
esto es, el trabajo y la seguridad social, trabajo y producción y las formas de trabajo y su 
retribución. 
 
 Pero es preciso señalar también que se contemplan una serie de normas o disposiciones 
aisladas a lo largo del texto constitucional que prevén beneficios muy importantes para los 
trabajadores, sobre todo porque en éstas se determinan medios jurídicos garantistas para la 
protección de sus intereses y de la sociedad ecuatoriana.  
 
 A tal efecto, el artículo 37 del régimen constitucional vigente establece que es el Estado 
por medio de sus organismos competentes el encargado de garantizar a las personas adultas 
mayores varios derechos entre los que se destaca “…el trabajo remunerado, en función de sus 
capacidades, para lo cual tomará en cuenta sus limitaciones.” (Constitución de la República del 
Ecuador, 2008) 
 
 Se debe recalcar nuevamente que la figura de remuneración por concepto de un servicio 
prestado circunscrito a una relación de carácter laboral, no implica únicamente la 
contraprestación económica sino que se hace extensible a otros beneficios que la legislación 
ecuatoriana relativa al trabajo claramente la establece, por tal motivo, es importante que al 
estructurar un análisis sobre los efectos que se desprenden de una relación entre empleados o 
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trabajadores y empleadores se adopten criterios preconcebidos que sigan esta línea, con la 
finalidad de garantizar el tutelaje adecuado de la clase obrera principalmente. 
 
 Complementariamente a lo manifestado, cuando la disposición constitucional referida 
con anterioridad hace mención a las capacidades y limitaciones de una persona que en este caso 
puede ser clasificada como adulto mayor pero que puede ser encasillado a la situación de 
cualquier individuo, determina sin lugar a duda, que a estos trabajadores se les podrá conferir 
responsabilidades acordes a sus condiciones y no exceder el alcance de éstas, ya sea a nivel 
intelectual o físico, en cuyo caso se establece un nivel aceptable para la ejecución de actividades 
laborales que deja de lado o evita la posibilidad de precarizar el trabajo, aunque cabe 
mencionarlo en el caso ecuatoriano no siempre es cumplido ya que en muchos cargos 
ocupacionales se exceden por mucho las horas de trabajo, la carga laboral, la no provisión de 
condiciones de trabajo adecuadas por parte del empleador, etcétera. 
 
 Otro de los fundamentos constitucionales que pueden ser recurridos con relativa 
facilidad para combatir las denominadas prácticas de precarización laboral, se encuentra 
contenida normativamente en el artículo 33 de la Constitución del Ecuador y estipula que le 
corresponde al Estado garantizar el pleno respeto de los derechos de los trabajadores, 
principalmente en lo concerniente a la dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y 
retribuciones justas, y desempeño de un trabajo saludable que haya sido escogido y aceptado 
con libertad por el trabajador. 
 
 Hay que considerar en este caso, que cualquier indicio o una práctica laboral precarista 
por parte de los empleadores, atenta contra una extensa gama de garantías legales y 
constitucionales propias y consustanciales de los trabajadores, por no hacer mención de aquellas 
que son inherentes a la condición pura de seres humanos, esto debido al hecho que por medio de 
abusos en el trabajo y carencia de condiciones adecuadas, el trabajador puede incurrir en 
situaciones que no le permitan por ejemplo, cubrir las necesidades básicas personales y de su 
respectiva familia, desarrollar sus actividades cotidianas de trabajo sin las medidas de seguridad 
pertinentes, poner en constante riesgo su vida y la de sus compañeros de trabajo y otros casos 
similares, lo cual degenera claramente en una situación de trabajo anti técnica, fuera de 
cualquier parámetro social aceptable y principalmente en un hecho antijurídico. 
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 En consecuencia, la disposición constitucional que se ha analizado contribuye con un 
amplio aporte para fomentar el cumplimiento de los derechos laborales en el Ecuador, pese a 
que la misma constituye una referencia bastante generalista.          
 
 Aunque las normas que han sido sometidas a la crítica jurídica constituyen una 
importante fuente y herramienta legal para la generación de mecanismos tendientes a erradicar 
la precarización laboral en el país, una disposición más relevante en este sentido es la contenida 
en el artículo 327 del régimen constitucional vigente, donde de manera conveniente y expresa se 
determina: “La relación laboral entre personas trabajadoras y empleadoras será bilateral y directa. 
 
Se prohíbe toda forma de precarización, como la intermediación laboral y la tercerización en 
las actividades propias y habituales de la empresa o persona empleadora, la contratación laboral por 
horas, o cualquiera otra que afecte los derechos de las personas trabajadoras en forma individual o 
colectiva…” (Constitución de la República del Ecuador, 2008), es decir, la figura denominada como 
precarización en cualquiera de las formas que se practique o pretenda practicar queda 
terminantemente prohibida, fundamentalmente si la misma se configura en la intermediación 
laboral o la tercerización de las actividades que sean propias y habituales de una empresa o una 
persona empleadora y la contratación laboral por horas. 
  
La efectividad de esta disposición que textualmente señala “…Se prohíbe toda forma de 
precarización, como la intermediación laboral y la tercerización en las actividades propias y habituales 
de la empresa o persona empleadora, la contratación laboral por horas, o cualquiera otra que afecte los 
derechos de las personas trabajadoras en forma individual o colectiva. El incumplimiento de 
obligaciones, el fraude, la simulación, y el enriquecimiento injusto en materia laboral se penalizarán y 
sancionarán de acuerdo con la ley.” (Constitución de la República del Ecuador, 2008), queda 
complementada con la potestad que constitucionalmente se brinda al legislador para que en 
ejercicio de sus competencias y atribuciones, este configure un marco legal que a más de 
prohibir expresamente la precarización de actividades laborales en cualquiera de sus formas, 
establezca la penalización de tales prácticas y su correspondiente sanción. 
  
 Esta herramienta jurídica basada en el principio de legalidad contribuye extensamente 
para evitar que los empleadores puedan llevar a cabo prácticas precaristas en el ámbito laboral, 
básicamente porque la referida disposición se constituye en un instrumento práctico y que en 
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relación a los parámetros legales en el Ecuador, es susceptible de ser recurrido por el Estado y la 
sociedad con el objeto de validar las garantías propias de los trabajadores. 
 
 Ya que la legislación ecuatoriana y específicamente el texto de la Constitución de 
Montecristi establecen como mecanismos de precarización laboral entre otros la tercerización, la 
intermediación y la contratación laboral por horas, es preciso desarrollar un análisis sucinto 
sobre cada una de estas actividades con la finalidad de señalar sus efectos en el ámbito del 
trabajo y las consecuencias que su respectiva ejecución han implicado para el marco jurídico 
vigente en el país. 
 
 De manera adicional a lo manifestado, es importante tener en cuenta que la comprensión 
integral sobre los puntos que se han mencionado, otorgan la posibilidad de detectar las medidas 
legales que hoy en día han sido adoptadas para combatir este tipo de prácticas laborales 
regentadas por ciertos empresarios y empleadores en general. 
 
1.4.1.1.  Contratación por Horas   
 
 En el Ecuador la contratación por horas se encontraba estipulada y por lo tanto avalada 
legalmente, tal es el caso del Código de Trabajo expedido en el Registro Oficial N° 162 de 29 
de septiembre de 1997, en donde se formulaba la clasificación de los contratos del trabajo 
determinando que:  
 
“El contrato de trabajo puede ser: a) Expreso o tácito, y el primero, escrito o verbal; b) A 
sueldo, a jornal, en participación y mixto; c) Por tiempo fijo, por tiempo indefinido, de 
temporada, eventual y ocasional; d) A prueba; e) Por obra cierta, por tarea y a destajo; f) 
Por enganche; y, g) Individual o por equipo; h) Por horas.”
 
(Registro Oficial 162) Art. 
11 (Énfasis me pertenece). 
 
 Cabe tener en cuenta sin embargo, que este tipo de condiciones legales constituían a la 
época un efecto de cuerpos normativos anteriormente vigentes como es el caso del Reglamento 
para la Contratación por Horas que fue expedido mediante Decreto Ejecutivo 1406 y publicado 
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en el Suplemento del Registro Oficial 305 de 12 de abril de 2001, el cual establecía los 
lineamientos reglamentarios para aplicar esta figura contractual de carácter laboral y que por 
varios años fue empleada dolosamente por parte de empresarios y empleadores en general, para 
precarizar el trabajo de sus empleados o trabajadores y beneficiarse enormemente de tal hecho, 
pese a que en el referido cuerpo legal se establecían condiciones y beneficios claros a favor de  
la clase obrera que nunca fueron respetados, así por ejemplo, el artículo 2 señalaba:  
 
“Corresponde al trabajador contratado bajo esta modalidad, percibir exclusivamente, lo 
siguiente: La remuneración por hora pactada, afiliación al Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social (IESS) y participación en las utilidades, de conformidad con la ley, y 
siempre bajo el criterio de proporcionalidad en relación al tiempo trabajado.” (Registro 
Oficial 305) Art. 2. 
 
 Si bien con el texto de la disposición citada se pretendía conferir beneficios propios de 
la condición de trabajador, la figura contractual por horas que daba lugar a la relación laboral 
resulta imposible de aplicarla a la realidad ecuatoriana debido a su naturaleza y al detrimento 
que acarreaba para el beneficio de los trabajadores, principalmente porque en un modo expreso 
dicho reglamento estipulaba que “Los trabajadores contratados por horas, no gozan de las garantías 
de estabilidad…”  (Registro Oficial 305) Art. 2. 
 
 En términos generales, la contratación por horas polarizaba los beneficios de las 
actividades productivas para el sector empresarial o de los empleadores, hecho que resultaba 
positivo para aquellos pero que sin duda alguna, vulneraban los intereses no solo de los 
trabajadores sino de la sociedad entera, ya que la inestabilidad laboral no permite cimentar bases 
para un desarrollo efectivo y sostenible de la clase trabajadora. 
 
 Vale decir que los puntos referidos anteriormente tienen una connotación jurídica que se 
sustenta en la estipulación de normas ya derogadas hoy en día, pero que en su momento 
acarrearon un tremendo impacto en diferentes ámbitos del quehacer social, tal como por 
ejemplo la economía, el sector laboral, legislación e incluso la política, dando como resultado 
un verdadero abuso por parte de empleadores sobre sus empleados y así también, una 
inobservancia lamentable por parte de las autoridades del Estado.  
 31   
 
 Por otra parte, en cuanto tiene que ver con el campo doctrinario, es preciso manifestar 
que “los contratos por horas han sido concebidos como aquellos instrumentos contractuales en 
los cuales las partes convienen voluntariamente el valor de la remuneración total a ser pagada 
por cada hora de trabajo.” (Sánchez, págs. 61-62) 
 
 Este criterio si bien contempla la esencia misma de lo que constituye un contrato de 
trabajo por horas, no puede ser considerado como una premisa legal o un modelo jurídico a 
seguir, puesto que descarta al no pronunciarse, cualquier posibilidad de adaptar estas conductas 
laborales al imperio del Derecho y de la Ley, lo cual en última instancia, ha contribuido para 
que la contratación laboral bajo esta modalidad no constituya un aporte en pro de los intereses 
sociales y laborales de cada trabajador en particular. 
 
1.4.1.2.  Tercerización e Intermediación Laboral 
 
 La tercerización laboral en el Ecuador ha sido por muchos años una de las figuras más 
controvertidas y discutidas en los diversos ámbitos de influencia nacional, tal como la política, 
la economía, el ámbito social y el jurídico, debido principalmente a los efectos que implicaba su 
recurrencia para todas las partes involucradas y para el Estado, ya que éste en su época fue uno 
de los principales promotores de la medida. 
 
 En este orden de ideas, cabe destacar que la tercerización pasa por introducirse en la 
legislación ecuatoriana a través de una reforma laboral que entró en vigencia a partir de su 
publicación en el Registro Oficial N° 285 de 27 de marzo de 1998 y que fue reforzada aún más 
en el año 2004 con la expedición de las Normas que se deben observar en la Prestación de 
Servicios de Intermediación Laboral, expedidas mediante Decreto Ejecutivo 2166 y publicadas 
en el registro Oficial 442 de 14 de octubre de 2004.  
 
 Para los efectos prácticos, se consideraba a las oficinas privadas de colocación de 
personal, como aquellos entes con fines de lucro que se dedicaban a la promoción e 
intermediación de plazas de trabajo en el sector privado y público del país, con la finalidad de 
brindar formalidad al contrato de trabajo directo entre empleadores y trabajadores y brindar así 
un servicio a terceras personas. 
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Cabe manifestar que las actividades de este tipo de empresas se hallaban enfocadas 
básicamente en dos tipos de figuras legales, por una parte está la intermediación laboral y por 
otra se tiene la tercerización, las cuales son definidas bajo los siguientes términos: 
 
Intermediación laboral.- “Se denomina intermediación laboral a aquella actividad consistente 
en emplear trabajadores con el fin de ponerlos a disposición de una tercera persona, natural o jurídica, 
llamada usuaria, que determina sus tareas y supervisa su ejecución...”
 
(Código de Trabajo) 
 
Vale decir que en el Ecuador debido a la carencia de una institucionalidad pública 
verdaderamente organizada y con objetivos sociales claros tendientes a tutelar los derechos de 
los trabajadores indistintamente de la modalidad bajo la cual se encuentre configurada la 
relación laboral, se han venido dando a lo largo de muchas décadas una amplia serie de 
vulneraciones contra los bienes jurídicamente protegidos de la clase obrera, sobre todo cuando 
se implementaron figuras como la tercerización y la intermediación, de las cuales se valió el 
sector empresarial para beneficiarse económicamente en desmedro no solo del trabajador sino 
de la sociedad en general, lo cual lleva a pensar que en el caso específico de la intermediación o 
se concibió erróneamente sus implicaciones o dolosamente se abusó de la falta de capacidad 
estatal para controlar el quehacer laboral en el país y atentar contra este tipo de derechos tan 
importantes para el desarrollo de una sociedad. 
 
Con la finalidad de dilucidar esta cuestión, es preciso hacer referencia al tratadista 
ecuatoriano Andrés Páez (Pág. 45), quien respecto de la intermediación laboral señala: 
 
 “La usuaria si tiene la responsabilidad puesto que se beneficia de los servicios de los 
trabajadores intermediados y tiene a su cargo la determinación del trabajo a 
desarrollarse y su supervisión, lo cual implica una parte del elemento subordinación. En 
consecuencia, si la intermediación no cumple con sus obligaciones, estas serán asumidas 
por la usuaria por el efecto de dicha responsabilidad. En la tercerización, no tiene esta 
responsabilidad la empresa que contrata con la tercerizadora puesto que los 
trabajadores son contratados por la tercerizadora y laboran al servicio de esta y no de la 
empresa contratante de los servicios de tercerización.”  
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A tal efecto, es imperativo para los intereses tanto de trabajadores como de 
empleadores, determinar que si bien la empresa o entidad que hace uso de los servicios laborales 
bajo la figura de intermediación es responsable en un sentido solidario con la prestadora del 
servicio frente al cumplimiento de los derechos de los trabajadores, la entidad contratante del 
servicio mantiene la potestad de ejercer el derecho de repetición contra la prestadora del servicio 
intermediado sea por omisión o negligencia en  el cumplimiento de sus obligaciones patronales, 
lo cual es susceptible de generar una acción civil y la consecuente restitución de los montos 
cancelados al trabajador o trabajadores de que se trate. 
 
Tercerización de servicios complementarios.- “Se denomina tercerización de 
servicios complementarios, aquella que realiza una persona jurídica constituida de 
conformidad con la Ley de Compañías, con su propio personal, para la ejecución de 
actividades complementarias al proceso productivo de otra empresa. La relación 
laboral operará exclusivamente entre la empresa tercerizadora de servicios 
complementarios y el personal por esta contratado en los términos de la Constitución 
Política de la República y de la Ley. Constituyen actividades complementarias de la 
usuaria las de vigilancia, seguridad, alimentación, mensajería, mantenimiento, limpieza 
y otras actividades de apoyo que tengan aquel carácter.”  (Código de Trabajo) Art. 1  
 
Una vez que han sido apreciadas las nociones conceptuales de lo que constituyen la 
intermediación laboral y la tercerización de actividades complementarias de acuerdo a los 
preceptos que para el efecto establecía la legislación ecuatoriana, cabe señalar que las referidas 
instituciones jurídicas alcanzaron un alto grado de recurrencia en el Ecuador gracias a las 
dolosas interpretaciones que de su aplicación se hacían y los enormes réditos económicos que 
implicaban para quienes hacían uso de las mismas.  
 
Con la finalidad de complementar los criterios expuestos y contar un marco doctrinario 
más amplio para el análisis de las dos figuras propuestas en el presente numeral, cabe recordar 
que las normas relativas a la intermediación laboral implementadas en el año 2006, tuvieron por 
objeto introducir ciertos cambios tendientes a regular en un sentido más estricto a las 
Tercerizadoras, partiendo para tal efecto de la obligación de elevar los niveles de capitalización 
y ordenar que las autoridades competentes, esto es, los inspectores del antiguo Ministerio de 
Trabajo llevasen a cabo supervisiones periódicas a las actividades intermediarias, además se 
otorga el derecho a los trabajadores de participar en el reparto de utilidades proporcionalmente. 
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Sin embargo de las acciones que se adoptaron para procurar mantener vigentes estas 
figuras del derecho Laboral ecuatoriano, el lineamiento ideológico y académico del actual 
Presidente de la República Rafael Corea Delgado, dio paso para que las mismas fueran 
aparentemente suprimidas de la normativa nacional aduciendo que los efectos de la 
intermediación y tercerización laboral no han sido para nada positivos ni favorables a la 
creación y calidad del empleo en el Ecuador, es decir, que no ha sido posible lograr la 
generación de nuevas plazas de trabajo y más aún, su recurrencia ha degenerado en el hecho que 
las condiciones laborales del país empeoraron la situación de los trabajadores y el bienestar de 
las familias, lo cual contribuyó a la pobreza y retraso de la sociedad.  
 
1.5. DERECHOS LABORALES DE CARÁCTER  CONSTITUCIONAL 
AFECTADOS POR LA EXPEDICIÓN DEL MANDATO Nº 8 Y SU 
REGLAMENTO DE APLICACIÓN  
 
 El Ecuador durante los últimos años se ha visto inmiscuido en una transformación muy 
profunda respecto de sus componentes sociales y estatales más significativos, tal es así, el caso 
de las reformas jurídicas aplicadas al sector de la justicia, aplicación de nuevas condiciones 
laborales, potenciación del sector energético, gestión financiera y económica caracterizada por 
una redistribución más adecuada de la riqueza nacional y otros hechos de similar connotación, 
los cuales en general, han influenciado positivamente en la sociedad. 
 
Sin embargo de lo manifestado, no todas las acciones que se han adoptado por parte del 
Gobierno Nacional que preside el Economista Rafael Correa Delgado, han sido convenientes 
para la ciudadanía y el Estado como tal, pudiendo señalarse en este caso la remoción ilegal de 
puestos de trabajo en la Función Judicial sin el proceso administrativo correspondiente, las 
políticas públicas con respecto al Yasuní-ITT o la permisividad relativa a la contratación civil 
de servicios técnicos especializados que en última instancia, terminan por constituirse en un 
mecanismo análogo a la tercerización o la intermediación laboral que por lo tanto, vulnera 
bienes jurídicamente protegidos por la legislación vigente inherente al ámbito del trabajo.   
 
En este sentido, uno de los derechos constitucionales que más afectados resultan con la 
posibilidad de contratar los servicios técnicos especializados a los cuales se hacía referencia con 
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anterioridad, es el de la estabilidad laboral y otros beneficios conexos que de la misma se 
desprenden, ya que esta modalidad no permite establecer una relación laboral con el usuario del 
servicio y quien directamente lo presta, sino más bien de este último con la “intermediadora” 
por llamarla de alguna manera. 
 
Vale decir que la estabilidad laboral es considerada como uno de los elementos más 
importantes en la configuración de las relaciones de trabajo contempladas por la Ley, ya que de 
ésta se desprenden un bagaje muy extenso de derechos y garantías consustanciales a la misma 
condición de trabajador. 
 
Cabe manifestar que la estabilidad laboral ha sido concebida como el derecho que tiene 
un trabajador para conservar su puesto de trabajo sin que para el efecto medien condiciones 
ilegítimas e ilegales, siempre y cuando no haya incurrido en la omisión de una responsabilidad o 
la comisión de faltas que hayan sido previamente determinadas en un ordenamiento normativo o 
que en su defecto, haya accedido a la plaza de trabajo de que se trate bajo aspectos extraños. 
 
Por las características que implica la figura de la estabilidad laboral, es válido 
destacar que la misma tiende a “Garantizar una continuidad conveniente respecto de 
los ingresos directos de un trabajador, con lo cual le es posible satisfacer las necesidades 
más básicas de subsistencia personales y de su familia, además de garantizar los 
ingresos económicos de la empresa, ya que en este último caso es lógico suponer que 
trabajadores o empleados correctamente adiestrados y expertos en sus respectivas 
competencias y bien integrados con su empresa, serán capaces de niveles adecuados de 
producción y productividad”, (Valdivieso, , págs. 208-210) tal como lo destaca el 
tratadista económico.  
 
Ya que la estabilidad laboral tiene por objeto proteger al trabajador y brindarle garantías 
para que pueda planificar económicamente sus actividades a largo plazo, su vulneración tal 
como queda constituida en razón de la expedición de ciertas disposiciones contempladas en el 
Mandato Constituyente N° 8 y su correspondiente Reglamento de aplicación, necesariamente 
deben ser corregidos en un marco reformatorio relativo a la legislación laboral, puesto que el 
tutelaje de los derechos y garantías de los trabajadores es un deber imperativo para el Estado 
ecuatoriano. 
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Es válido señalar también, que con la expedición del Mandato Constituyente N° 8 y su 
Reglamento de Aplicación, se transgreden jurídicamente otros preceptos de carácter 
constitucional como el derecho a una adecuada remuneración, el derecho a no ser discriminado 
y el derecho ciudadano a que el Estado fomente la incorporación de estos al trabajo en 
condiciones justas y dignas. 
 
Este conjunto de derechos o garantías constitucionales junto con otras más, determinan 
la rotunda ilegalidad e inconstitucionalidad que sustenta en la actualidad los cuerpos normativos 
que están siendo analizados, más aún cuando es evidente el  intento legislativo de la Asamblea 
Constituyente al expedir el Mandato N° 8, es evadir responsabilidades tanto suyas como de 
parte de los empleadores del sector privado mediante la facultad de que se pueda recurrir a la 
celebración de contratos civiles para la prestación de servicios técnicos especializados. 
 
La Disposición General Segunda del referido mandato constituyente, señala que: 
 
 “Se podrá contratar civilmente servicios técnicos especializados ajenos a las actividades 
propias y habituales de la usuaria, tales como los de contabilidad, publicidad, consultoría, 
auditoría, jurídicos y de sistemas, entre otros, que serán prestados por personas naturales, 
o jurídicas con su propio personal y que contarán con la adecuada infraestructura  física y 
estructura organizacional, administrativa y financiera. La relación laboral será directa y 
bilateral entre los prestadores de servicios técnicos especializados y sus trabajadores.”  
 
De la cita que se ha traído a colación, se denota un grave error que se circunscribe a la 
enumeración de una amplia serie de actividades que para poder ser recurridas mediante contrato 
civil entre la usuaria y la operadora, deben no constituir objeto de la actividad propia de la 
referida usuaria, sin embargo, los servicios técnicos especializados que se han enumerado 
anteriormente, en la generalidad de empresas tanto públicas como privadas del país, constituyen 
piezas clave de la estructura funcional de una empresa o institución, lo que implica en 
consecuencia que sin una de estas áreas, la empresa no podría subsistir, por lo tanto, mal 
podrían ser calificadas éstas como actividades susceptibles de encasillarlas en el marco de las 
actividades ajenas a las actividades propias o habituales del órgano productivo. 
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En este sentido, lo que la Disposición General Segunda del Mandato Constituyente N° 8 
establece, es un escapatoria jurídica que pasa a constituirse básicamente en una vía camuflada 
para que los empleadores sean capaces de contratar servicios consustanciales a la operatividad 
de sus empresas sin asumir las responsabilidades legales que conlleva una relación laboral, 
potestad ilegítima que en este caso queda aún más protegida desde el ámbito constitucional, ya 
que no se le confiere al instrumento que fija la relación entre operadora y usuaria la calidad de 
contrato laboral, sino la de un instrumento contractual de naturaleza civil, anulando por 
completo la posibilidad de que un trabajador técnico especializado sea capaz de recurrir a los 
mecanismos jurisdiccionales competentes para hacer valer sus respectivos derechos. 
 
Complementariamente a lo manifestado, vale decir que las disposiciones contenidas en 
el Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento, se configuran también como un mecanismo 
discriminatorio que no permite equiparar derechos y garantías de dos personas en una misma 
empresa que presten los mismos servicios de contabilidad o jurídicos por citar un par de casos, 
así por ejemplo: La empresa X con más de trescientos empleados y con exportaciones por más 
de cuatrocientos millones de dólares al año, domiciliada en el Distrito Metropolitano de Quito y 
que cuenta con un Abogado de planta que accede lógicamente a todos los beneficios de ley por 
el vínculo laboral que existe con su empleador, requiere de otro Abogado para la satisfacción 
plena de las necesidades de la empresa como resultado de la suscripción de un contrato que 
firmó la misma para proveer de sus productos al exterior por un lapso de siete años. 
 
El caso práctico ha sido enunciado y lo adecuado sería contratar el otro Abogado 
directamente para que éste lleve a cabo las acciones que se requieran en la referida empresa y 
mantener una equiparación frente al otro profesional del Derecho respecto de las 
remuneraciones y beneficios de ley que este percibe, sin embargo, al efectuar una contratación 
civil amparados en la Disposición Segunda del Mandato Constituyente N° 8 y le artículo 16 del 
Reglamento, el segundo Abogado no tendría la más mínima posibilidad de alcanzar los 
beneficios que su colega, en cuyo caso, se presenta una situación que discrimina a una persona 
por sobre la otra, ya que ambas hacen el mismo trabajo pero no acceden a la misma 
remuneración ni beneficios. 
 
Cabe destacar que el nuevo Abogado constituyó una empresa unipersonal de 
responsabilidad limitada y presta su servicio bajo esta modalidad. 
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El caso práctico que se ha planteado, configura a cabalidad la insostenibilidad jurídica 
de ciertos preceptos contenidos en el mandato constitucional que se analiza, por lo tanto, es 
válido concluir que el legislador se equivocó con la expedición de esta norma y debe ser 
modificada urgentemente con la finalidad de evitar que se sigan cometiendo más vulneraciones 
de naturaleza constitucional y legal.  
 
En todo caso, los planteamientos que han sido expuestos con anterioridad determinan y 
demuestran claramente que en el Ecuador hoy en día se está atravesando un periodo de 
incertidumbre jurídica respecto del cumplimiento de las garantías y derechos que tanto la 
normativa constitucional como en la legislación ordinaria se han consagrado en favor de la clase 
trabajadora, situación que requiere ser resuelta con el más alto nivel de prioridad ya que se está 


























2. SERVICIOS TÉCNICOS ESPECIALIZADOS 
 
2.1.  GENERALIDADES 
 
 Con la finalidad de establecer criterios lógicos y adecuados que versen sobre la temática 
a ser desarrollada en el presente capítulo y generar de este modo la posibilidad concreta de 
comprender integralmente el problema, es preciso determinar un marco conceptual que delimite 
el alcance y los efectos que la noción de servicios técnicos especializados produce en el campo 
legal y laboral ecuatoriano. 
 
 Sin embargo de lo manifestado, vale decir que el tema propuesto es relativamente nuevo 
sobre todo si se lo relaciona con figuras como la tercerización o la intermediación laboral, por lo 
tanto, la complejidad de su análisis radica fundamentalmente en la carencia de textos 
académicos y doctrina amplia que se centre de manera específica en los puntos controvertidos 
que atañen a este estudio, esto es, el tutelaje de los derechos de los trabajadores frente a la 
aplicación de mecanismos contractuales discrepantes con los intereses sociales como la 
contratación de servicios técnicos especializados bajo los parámetros que establece o dicta el 
Reglamento de aplicación del Mandato Constituyente N° 8. 
 
 A la circunstancia referida en el párrafo que antecede se suma el hecho que existe en la 
normativa vigente ciertas ambigüedades que dan paso a la interpretación viciada de las 
disposiciones e incluso a una idea de contradicción en la misma, tal es así por ejemplo, que 
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mientras en el Mandato Constituyente N° 8 se dispone que “…se elimina y prohíbe la tercerización 
e intermediación laboral y cualquier forma de precarización de las relaciones de trabajo en las 
actividades a las que se dedique la empresa o empleador. La relación será directa y bilateral entre 
trabajador y empleador.” (Mandato Constituyente N° 8.) Art. 1, la disposición constitucional 
contenida en el artículo 327 establece que “…se prohíbe toda forma de precarización, como la 
intermediación laboral y la tercerización en las actividades propias y habituales de la empresa o persona 
empleadora, la contratación laboral por horas, o cualquier otra que afecte los derechos de las personas 
trabajadoras en forma individual o colectiva…” (Constitución de la República del Ecuador, 2008), 
implicando en consecuencia que puede ejercerse la tercerización o intermediación laboral en 
otros campos. 
 
 Este tipo de discordancias son las que justamente han llevado a que la normativa vigente 
fracase en la misión de tutelar los derechos laborales de los trabajadores indistintamente del 
ámbito en el que se desarrollen, por lo tanto, la necesidad fundamental es aclarar el panorama 
jurídico mediante el establecimiento de premisas fundamentadas que se apeguen a las 
necesidades de quienes fungen como empleados o trabajadores, de la sociedad, del Estado y de 
esta investigación, ya que en este último caso es de donde van a partir las directrices que pueden 
ser empleadas para subsanar las falencias a las cuales se hacía alusión y que claramente han sido 
detectadas a lo largo del desarrollo del capítulo anterior. 
 
 Para los efectos prácticos del estudio, se plantea la realización de esta nueva temática 
capitular en torno al análisis de los siguientes postulados doctrinarios: 
 
- Conceptualización de servicios técnicos especializados. 
- Aplicación espacial de los servicios técnicos especializados. 
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2.2. CONCEPTUALIZACIÓN DE LOS SERVICIOS TÉCNICOS 
ESPECIALIZADOS Y SU APLICACIÓN ESPACIAL  
 
 Como ya se lo ha mencionado antes, la carencia de doctrina por lo menos en el ámbito 
jurídico ecuatoriano que se centre específicamente en el tema relativo a la prestación de 
servicios técnicos especializados mediante el uso contractual de una figura equivalente a la 
tercerización o intermediación laboral, hace que la consecución de los objetivos trazados se 
dificulte, sin embargo, para el desarrollo de la temática propuesta se recurrirá a los 
planteamientos conceptuales que en otras ciencias del saber humano se han hecho sobre el tema, 
tal es el caso de la economía o la administración empresarial, ramas que si establecen 
consideraciones técnicas específicas sobre el tema y que son capaces de aportar datos valederos 
a la investigación. 
 
 Cabe tener en cuenta que la necesidad de estructurar un marco conceptual versado sobre 
servicios técnicos especializados en el campo jurídico, parte de requerimientos legales, sociales 
e incluso económicos que buscan evitar la realización de interpretaciones extensivas capaces de 
generar beneficios directos para quien las hagan y coartar así mismo, el cumplimiento de los 
derechos que en estos casos se circunscriben generalmente a los trabajadores. 
  
  Dicho lo anterior, debe considerarse que el desglose de los términos contenidos en la 
noción de servicios técnicos especializados permitirá esbozar un criterio conceptual jurídico 
acorde a la realidad legal que rige actualmente y a las necesidades del estudio. 
 
 Partiendo de esta alternativa, vale decir que etimológicamente la palabra servicio 
proviene del término latino servus que implica estar a disposición de alguien, debiendo 
recordarse sin embargo, que la connotación inicial que tuvo la terminología analizada parte de 
una naturaleza bélica, pues antiguamente cuando el Imperio Romano en sus épocas de campaña 
militar conquistaba nuevos territorios, tomaba como esclavos o prisioneros a sus habitantes y 
éstos quedaban obligados a la realización de diversas tareas en calidad de siervos. 
 
 Pero si bien, esta definición contribuye a la comprensión del tema, no abarca los 
componentes conceptuales que implica su configuración en la actualidad, por lo tanto, es 
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preciso recurrir a otros autores con el fin de complementar la idea propuesta, así por ejemplo, 
para el tratadista Richard Sandhusen los servicios son: “…actividades, beneficios o satisfacciones 
que se ofrecen en renta o a la venta, y que son esencialmente intangibles y no dan como resultado la 
propiedad de algo”. (Sandhusen, 2002, pág. 385)  
 
 Vale decir que el criterio conceptual que ha sido citado es concreto pero demuestra 
didácticamente, lo que implica la noción de servicio, más aún cuando lo califica como 
intangible, pues en esencia es lo que constituye. 
 
 Para complementar esta idea, se establece a continuación el concepto que sobre servicio 
proporciona la Asociación Americana de Marketing o A.M.A. por sus siglas en inglés, el cual 
determina que los servicios son productos “…tales como un préstamo de banco o la seguridad de un 
domicilio, que son intangibles o por lo menos substancialmente. Si son totalmente intangibles, se 
intercambian directamente del productor al usuario, no pueden ser transportados o almacenados, y son 
casi inmediatamente perecederos. Los productos de servicio son a menudo difíciles de identificar, porque 
vienen en existencia en el mismo tiempo que se compran y que se consumen. Abarcan los elementos 
intangibles que son inseparabilidad; que implican generalmente la participación del cliente en una cierta 
manera importante; no pueden ser vendidos en el sentido de la transferencia de la propiedad; y no tienen 
ningún título. Hoy, sin embargo, la mayoría de los productos son en parte tangibles y en parte 
intangibles, y la forma dominante se utiliza para clasificarlos como mercancías o servicios (todos son 
productos). Estas formas comunes, híbridas, pueden o no tener las cualidades dadas para los servicios 
totalmente intangibles.”  (Diccionario de Términos de Comercio y Marketing, pág. 572) (Lo 
subrayado me pertenece). 
  
Una vez que se ha planteado la conceptualización de servicio, es procedente determinar 
el criterio conceptual que sobre el término técnico se ha establecido en doctrina, debiendo 
manifestarse a tal efecto, que se considera como tal “…al procedimiento prexistente que tiene como 
objetivo concretar un resultado o finalidad mediante la ejecución de mecanismos comprobados en cuanto 
a su valía.” (Cepeda, pág. 91) 
 
 En otras palabras, lo que implica la noción técnico que se desprende de “servicios 
técnicos especializados” es el conjunto de instrumentos, métodos o procedimientos basados en 
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reglas y protocolos que tienen por finalidad obtener un resultado deseado indistintamente del 
campo de que se trate. 
 
 Finalmente, en cuanto se refiere al término especializado se ha manifestado que 
conlleva la noción de experticia en un ámbito determinado, lo cual permite aseverar que su 
ejecución alcanza un nivel de garantía mucho más elevado con respecto a la consecución de un 
objetivo, sea éste tangible o intangible. 
 
 Una vez que se han establecido individualmente los criterios conceptuales de los 
términos: Servicio, técnico y especializado, es factible generar un concepto general que parte de 
la confluencia de ideas que han sido expuestas con anterioridad. 
 
 En este sentido, se puede manifestar que la figura jurídico-laboral ecuatoriana 
denominada como servicios técnicos especializados, constituye la realización de actividades o 
tareas tendientes a satisfacer las necesidades intangibles de quien los requiera, pero cuyo 
ejercicio se basa en mecanismos y protocolos de comprobada valía, destinados a un campo o 
área en particular.   
 
 Una vez que se ha establecido el concepto relativo a la noción de servicios técnicos 
especializados, es factible desarrollar el análisis jurídico que se desprende de los parámetros 
legales que rigen hoy en día en el Ecuador para regentar y conferir validez a la contratación de 
dichos servicios, razón por la cual se propone a continuación el siguiente estudio de la 
legislación nacional. 
 
2.3.  CONSIDERACIONES CONTRACTUALES PARA LOS 
SERVICIOS TÉCNICOS ESPECIALIZADOS  
 
 La expedición del Mandato Constituyente N° 8 implicó para el país un trastorno de las 
bases jurídicas laborales, económicas y sociales, pues la medida contribuyó en gran escala a 
generar una confusión e incertidumbre que alcanzaron los rincones más remotos, y esto a su 
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vez, dio pauta para que miles de personas vieran afectadas sus fuentes de ingresos como 
resultado de la pérdida de plazas de trabajo, problema que si bien no puede ser atribuido 
directamente a la norma dictada por la Asamblea Constituyente, si se le puede arrogar 
responsabilidades por cuanto sus efectos sobre todo con el Reglamento de Aplicación 
trastornaron la intencionalidad inicial de tutelar los derechos laborales con la eliminación de la 
tercerización, la contratación laboral por horas y la intermediación laboral.    
 
 Vale decir que la mencionada normativa establece claramente los parámetros 
contractuales sobre los cuales se ha de sustentar una relación que se deriva de la prestación de 
servicios técnicos profesionales u otros que al estar ampliamente establecidos en la norma 
podrían ser no profesionales y que al ser de carácter civil y no laboral, derrumban cualquier 
pretensión de tutelaje en favor de la clase trabajadora que ve eliminada la posibilidad de 
establecer relación de índole laboral. 
 
 El cuerpo normativo que ha sido referido y que regula la aplicación del Mandato 
Constituyente N° 8, establece como punto de partida en el tema relativo a la contratación de 
servicios técnicos especializados, que los mismos pueden ser recurridos de acuerdo a sus 
necesidades por parte de las instituciones del Estado ecuatoriano cuando éstas se circunscriban 
al ámbito del sector estratégico, como es el caso de hidrocarburos, telecomunicaciones, 
electricidad, minero, de aeropuertos y los puertos marítimos. 
 
 Es importante en este punto precisar, que la potestad para llevar a cabo la suscripción de 
contratos relativos a la prestación de servicios técnicos especializados es susceptible de 
generarse, pero para tal efecto el mismo se circunscribe a directrices de naturaleza civil en 
donde, bajo ninguna circunstancia, opera la posibilidad de configurar la obligación de reconocer 
los beneficios laborales para quienes desempeñan las actividades mencionadas. 
 
 
  Respecto de lo manifestado, la disposición pertinente señala que “…se podrá contratar 
civilmente servicios técnicos especializados ajenos a las actividades propias y habituales de la empresa 
usuaria, tales como los de contabilidad, publicidad, consultoría, auditoría, jurídicos y de sistemas, entre 
otros, que serán prestados por personas naturales o jurídicas en sus particulares instalaciones, con su 
propio personal, las que contarán con la adecuada infraestructura física y estructura organizacional, 
administrativa y financiera. La relación laboral será directa y bilateral entre los contratistas prestadores 
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de servicios técnicos especializados y sus trabajadores, sin que haya responsabilidad solidaria por parte 
de la usuaria, salvo el caso de que exista vinculación en los términos señalados en el artículo 13 de este 
reglamento.” (Reglamento para la Aplicación del Mandato Constituyente N°8) Art. 16. 
 
 La controversia y el hecho que vulnera los principios más elementales del tutelaje 
laboral del cual se benefician todos los ciudadanos amparados por la normativa vigente, se 
remite básicamente a la imposibilidad de crear un ambiente de estabilidad laboral para los 
trabajadores como lo determinan los cánones legales vigentes en la actualidad, pese a que las 
áreas que encasilla la designación de servicios técnicos específicos son sustanciales a la 
operatividad y ejercicio de las actividades de cualquier empresa, sea esta pública o privada.  
 
 En este caso, una barrera adicional se configura cuando la disposición determina que la 
relación laboral se crea directa y bilateralmente entre los contratistas de los servicios técnicos 
especializados y sus trabajadores, pues da lugar en este caso a la creación de un vínculo laboral 
entre una intermediadora y quien directamente presta el servicio técnico especializado, 
descartando en este caso el cumplimiento de responsabilidades laborales de la empresa usuaria. 
 
 Además, el argumento que se emplea para validar la contratación de personal bajo esta 
modalidad por parte de empresas del Estado o particulares, no guarda lógica ya que en virtud de 
ésta se encasilla a distintas áreas que si bien no constituyen el objeto principal de un negocio, 
son indispensables para que pueda garantizarse una correcta operación de la entidad o empresa, 
que en consecuencia, vale decir que el enfoque sobre el cual se sustenta tanto el Mandato 
Constituyente N° 8 como su respectivo Reglamento de aplicación no son los correctos y carecen 
en sí, de cualquier connotación laboral en favor de los trabajadores.  
   








3 INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS SERVICIOS TÉCNICOS 
ESPECIALIZADOS 
 
3.1. ESTABLECIMIENTO DE LA INCONSTITUCIONALIDAD EN LA 
CONTRATACIÓN DE SERVICIOS TÉCNICOS ESPECIALIZADOS  
 
 El carácter atentatorio de ciertas normas y disposiciones legales que son emitidas como 
resultado de la propia actividad legislativa, la capacidad reglamentaria del Poder Ejecutivo, 
actos administrativos y en general; actividades emanadas de autoridad pública o de privados, 
han determinado que se configuren jurídicamente alternativas y mecanismos tendientes a 
asegurar la integridad de los derechos ciudadanos en los diferentes ámbitos del quehacer social, 
tal es el caso de los ámbitos: Laboral, tributario, civil, penal, ambiental y otros de similares 
implicaciones. 
 
 En este sentido, es preciso señalar que uno de los más graves atentados que pueden 
llevarse a cabo por medio de la expedición de normas contra la estructura social del Ecuador y 
cualquier otro país del planeta, se remite a aquellas disposiciones que atentan contra la 
institucionalidad legal de carácter laboral, no solo en el caso de empleadores sino también de 
empleados y trabajadores, puesto que éstos pasan a formar parte primordial y relevante del 
sistema económico del Estado y en consecuencia de los procesos de desarrollo.  
  
Con la finalidad de establecer bloqueos legales contra posibles perjuicios que pudieran 
darse en detrimento de los bienes jurídicamente protegidos relativos a la ciudadanía en cualquier 
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campo, tanto la doctrina legal nacional como la internacional y las condiciones normativas de 
los diferentes países, han dado paso a la configuración de posibilidades constitucionales para 
reclamar los efectos negativos que produzca la realización de hechos incompatibles con la 
realidad legal de un Estado, tal es el caso de la declaración de inconstitucionalidad de una 
norma, circunstancia que implica un acto de suma gravedad institucional y por ello debe ser 
considerado como “última ratio” del orden jurídico. Esta declaración deberá reservarse sólo para 
los casos en que la repugnancia de la norma sea manifiesta, clara e indudable. 
 
 En análisis anteriores efectuados durante el desarrollo de la presente investigación, se ha 
determinado ya que bajo las premisas vigentes en el régimen constitucional del Ecuador existen 
derechos laborales que claramente han sido vulnerados como consecuencia de la expedición del 
Mandato Constituyente N° 8 y su correspondiente Reglamento de aplicación que se refieren a la 
potestad de efectuar contratación laboral mediante la figura de servicios técnicos especializados, 
servicios que al no estar plenamente establecidos por la norma, permiten la precarización de 
relaciones que en esencia podrían ser laborales. 
 
 Es menester tener en cuenta que en este caso, la vulneración legal queda perfeccionada 
en razón de la aplicación del referido Mandato y su Reglamento, por cuanto de una manera 
estratégicamente manipulada, se perfecciona la precarización laboral y por lo tanto el irrespeto 
directo a derechos y garantías que se encuentran adecuadamente legisladas en beneficio 
principalmente, de la clase trabajadora. Respecto de lo indicado, vale la pena citar lo indicado 
por el primer Director General de la OIT, Juan Somavia en relación al fin perseguido por esta 
organización. “…la finalidad primordial de la OIT es promover oportunidades para que los hombres y 
las mujeres puedan conseguir un trabajo decente y productivo en condiciones de libertad, equidad, 
seguridad y dignidad humana. 
 
Tal es la finalidad principal de la Organización hoy en día. El trabajo decente es el punto de 
convergencia de sus cuatro objetivos estratégicos: la promoción de los derechos fundamentales en el 
trabajo; el empleo; la protección social y el diálogo social. Esto debe orientar las decisiones de la 
Organización y definir su cometido internacional en los próximos años”.  ( Memoria del Director 
General: Trabajo Decente) 
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 Entonces, al configurarse esta problemática que se pretende corregir en base a los 
parámetros que se plantea asumir en este capítulo, es preciso como primer punto, hacer alusión 
a lo que implica jurídicamente la noción de inconstitucionalidad y los mecanismos que en la 
legislación ecuatoriana se han puesto a disposición de la comunidad y autoridades para evitar las 
vulneraciones respectivas,  para lo cual se torna factible hacer hincapié en la propuesta 
doctrinaria que genera el tratadista Benito Duarte quien sostiene que: “La inconstitucionalidad 
como noción jurídico procesal detenta características claramente apreciables en el contexto de la 
legalidad y la práctica, es decir que sus efectos no solo que conllevan fraccionamientos sobre cuestiones 
de orden intangible y atribuibles a la preponderancia de un marco normativo, sino que en la mayoría de 
casos presenta una evidente alteración y transformación de la integridad física o material cuya 
titularidad le corresponde a uno o más individuos, lo que hace suponer entonces una dualidad de efectos 
negativos que al confluir determinan el debilitamiento absoluto del sistema legal imperante en ese 
momento y la inevitable alteración de la integridad jurídica de cada persona involucrada en el hecho 
dañoso de que se trate”. (pág. 137) 
 
 Como puede apreciarse y colegirse de la cita planteada en el párrafo que antecede, la 
inconstitucionalidad de un acto independientemente de quien lo lleve a cabo, en la generalidad 
de los casos puede estar constituida por dos factores claramente diferenciados entre sí, por una 
parte está la inobservancia del principio constitucional que tutela los bienes jurídicos protegidos 
de la ciudadanía y de cada uno de sus miembros y por otra, está el resultado negativo que se 
presenta en la persona o personas sobre quienes recae la condición de sujeto pasivo relativo al 
hecho inconstitucional.  
 
 De manera complementaria a lo manifestado con anterioridad, es preciso tener en 
cuenta que la doctrina generalmente no se ha enfocado en desarrollar un análisis de importancia 
sobre lo que implica la noción jurídica de inconstitucionalidad como tal, más bien se ha 
dedicado al estudio y explicación de los mecanismos legales concebidos para hacer frente a sus 
efectos. 
 
 Así entonces, un aspecto de trascendental importancia para los intereses de la presente 
investigación pasa por determinar a ciencia cierta lo que implica jurídicamente la noción de 
inconstitucionalidad, puesto que de su determinación exacta depende la comprensión integral de 
los efectos negativos respecto de los trabajadores ecuatorianos y que se configuran como 
resultado de la aplicación del Mandato Constituyente N° 8 y su correspondiente Reglamento. 
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 Cabe indicar que la inconstitucionalidad asumida de modo general o universal como la 
inobservancia a la naturaleza de las disposiciones contempladas en la normativa constitucional 
de un Estado, puede ser conceptualizada alrededor de dos perspectivas o enfoques distintos que 
son los detallados a continuación: 
 
- Inconstitucionalidad concebida o definida de una manera amplia. 
 
En este caso, es factible señalar que la inconstitucionalidad implica en su esencia 
misma, la vulneración de garantías y derechos otorgados por el régimen constitucional a la 
sociedad, al individuo y la naturaleza, sin que para su declaración se tenga en cuenta como 
requisito de fondo, la proveniencia de la acción antijurídica, es decir, que la mencionada 
vulneración puede provenir tanto del espectro estatal como del privado o particular. 
 
Bajo este criterio doctrinario, el tratadista colombiano Genaro Santamaría ha 
desarrollado una posición ideológica que pretende globalizar y generalizar el efecto jurídico de 
la inconstitucionalidad para diversos ámbitos, esto en razón de que el autor potencializa el 
carácter imperativo de la figura en análisis, mediante la facultad de aplicar las limitaciones que 
conlleva su declaración, no sólo a los actos normativos que plantee o lleve a cabo la 
administración pública con capacidad legislativa, sino que extiende su injerencia a acciones que 
vulneren la integridad jurídica de bienes protegidos constitucionalmente como el ambiente, los 
Derechos Humanos, etcétera. 
 
En otras palabras, no solo la capacidad normativa de los órganos del Estado puede verse 
afectada mediante la calificación de inconstitucionalidad aplicable a su naturaleza y efectos, 
sino también cualquier tipo de hecho o acción emanada de acto administrativo tendiente a 
quebrantar la estructura jurídica de derechos y garantías constituidos, atendiendo el principio de 
legalidad.  
 
 Si bien es cierto, la beneficiosa intencionalidad de tutelaje legal y específicamente 
constitucional que se desprende de la recurrencia de figuras como la inconstitucionalidad es 
plausible, vale decir que amparadas las pretensiones de aplicarla bajo los mecanismos y 
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concepciones que se desprenden del postulado en estudio, se generarían sin duda alguna 
contradicciones e interferencias con el ámbito de aplicación de otras instituciones 
constitucionales como la acción extraordinaria de protección o incluso la misma acción de 
protección que se encuentran contempladas en la legislación ecuatoriana, lo cual determina 
indiscutiblemente la necesidad cierta y clara de establecer condiciones reglamentarias que 
supediten la aplicación de la inconstitucionalidad a la conveniencia general de la sociedad y la 
correcta aplicación del Derecho.  
 
- Inconstitucionalidad concebida o definida de una manera restringida. 
 
El criterio conceptual que se pretende establecer mediante la posición doctrinaria que se 
analiza en este enunciado, tanto por su naturaleza como por los efectos jurídicos que es capaz de 
generar, constituye la más acorde con los intereses y la tendencia ideológica a la cual se apega el 
desarrollo de la presente investigación, ya que la misma determina la posibilidad de encasillar 
objetiva y concretamente la vigencia de las características de inconstitucionalidad y por lo tanto 
su remediación, es ámbitos definidos de manera específica. 
 
Este hecho posibilita que las autoridades jurisdiccionales competentes para conocer 
actos normados bajo el régimen de inconstitucionalidad puedan operar sustentando sus 
decisiones en reglas previamente definidas para tal efecto, siendo en este caso lo adecuado 
reducir el campo de alcance para la aplicación de la figura de inconstitucionalidad únicamente a 
los actos de naturaleza normativa en cualquiera de sus formas, es decir, legal, reglamentaria, 
decretos ejecutivos, decretos ministeriales y otros de similares características.    
 
Con la finalidad de sintetizar la idea que se pretende implementar en este enunciado, es 
preciso hacer referencia a lo que plantea el jurista y experto constitucional Otto De la Fuente en 
su obra “El Estatus de la Administración Pública Bajo el Nuevo Constitucionalismo”, en la que 
manifiesta: “…tanto las actividades y competencias de un ente público y del Estado en general por 
conveniencia operacional y beneficio social, deben hallarse delimitadas bajo el imperio del Derecho 
Positivo y proveer en este sentido los instrumentos que permitan satisfacer las necesidades del colectivo, 
en consecuencia, resulta lógico predeterminar la noción jurídica que cada clase de acto generado por la 
administración pública deba ser normado para su control, calificación y sanción por instituciones 
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legales cuya aplicabilidad dependa de la previa clasificación que el legislador tiene que realizar sobre 
los mismos”. (págs. 59-60)   
 
De la cita efectuada se colige que la pretensión del autor está direccionada a establecer 
límites legales y constitucionales a cada clase de acto o actos que lleve a cabo la administración 
pública, es decir, que no puede ser calificada ni sancionada con los mismos criterios la 
expedición de una norma atentatoria a los derechos constitucionales de los ciudadanos, que la 
contaminación de la naturaleza que se ha generado por la carencia de condiciones técnicas de 
una empresa privada contratada para el Estado ecuatoriano, por considerar a ésta última como 
ejemplo. 
 
A tal efecto, resulta entonces evidente la necesidad de delimitar el ámbito de aplicación respecto 
de figuras como la inconstitucionalidad y otras instituciones legales de tutelaje constitucional 
como las determinadas en el caso de la legislación nacional por la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional que en su primer artículo determina el objetivo de la 
norma indicando que ésta “…tiene por objeto regular la jurisdicción constitucional, con el fin de 
garantizar jurisdiccionalmente los derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos y de la naturaleza; y garantizar la eficacia y la supremacía 
constitucional”. (Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional) Art.1  (Lo 
subrayado me pertenece). 
  
3.1.1. Definición de Inconstitucionalidad 
 
 Un punto vulnerable en el Derecho Constitucional tanto en lo que corresponde a 
tratadistas nacionales como extranjeros se remite al hecho de que se carece casi en absoluto de 
un tratamiento conceptual relativo a lo que implica jurídicamente la noción de 
inconstitucionalidad, situación muy crítica siendo que sus efectos atentan de manera directa 
contra intereses y garantías primigenias de la sociedad como estructura organizativa humana, 
sobre cada uno de sus miembros y también sobre la conveniencia del Estado y sus organismos 
de administración pública. 
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 En este sentido, es preciso señalar que la doctrina no sustenta de manera adecuada la 
configuración de un concepto que abarque integralmente los componentes legales que dan paso 
al perfeccionamiento jurídico de la inconstitucionalidad, por lo tanto, es menester en este caso, 
recurrir a los pocos planteamientos que al efecto se han hecho y poder de este modo, establecer 
una definición que se adapte y ajuste a los requerimientos de la legislación nacional. 
 
 De esta manera, vale citar al jurista Guillermo Cabanellas quien hace una referencia 
bastante acertada sobre lo que conlleva el concepto de inconstitucionalidad, el mismo que al 
efecto sostiene que inconstitucionalidad es: “El quebrantamiento de la letra o del espíritu de la 
Constitución por leyes del parlamento, por decretos leyes o actos del gobierno.” (2006, pág. 201)   
 
 El postulado que ha sido citado con anterioridad, establece como punto de partida la 
posibilidad de calificar bajo el criterio de inconstitucionalidad, cualquier tipo de acción con el 
carácter de normativo cuando la misma no solo que se superponga a los efectos y espíritu de la 
disposición constitucional que se trate, sino también cuando se quebrante o haya habido 
inobservancia respecto de lo que dispone y ordena la referida disposición, es decir, lo que el 
resultado de la inconstitucionalidad declarada genera, pasa por configurar una limitación clara y 
conveniente contra la facultad que tiene el Estado a través de sus respectivos poderes para 
legislar y actuar en virtud de la legislación que emita. 
 
 En virtud de lo manifestado, el común de la sociedad, actores políticos y en general 
cualquier clase de persona sea ésta natural o jurídica, generalmente cuentan con la capacidad 
constitucional y legal para ejercer su derecho a la reclamación frente a cualquier tipo de acto o 
vulneración normativa que sea emitida por el Estado a través de las diferentes instancias o  
institucionales que lo conforman, lo cual no implica necesariamente que esta capacidad sea 
recurrida de manera adecuada y no sea empleada como un instrumento de retaliación política 
como claramente sucedía en el Ecuador con la figura e institución jurídica denominada  
inconstitucionalidad.   
  
Desde una perspectiva global entonces y en base a lo manifestado anteriormente, es 
válido destacar que la inconstitucionalidad en la legislación ecuatoriana puede ser considerada 
como el potestativo e imperativo social que permite recurrir a la anulación de los efectos legales 
generados por una disposición normativa indistintamente de su naturaleza, que haya sido 
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emitida por el Estado a través de sus órganos correspondientes y que vulnere bienes jurídicos 
constitucionalmente protegidos sean éstos relativos a la naturaleza y el ambiente, los 
ciudadanos, el mismo Estado y otros de similar connotación. 
 
3.1.2. Elementos de la Inconstitucionalidad 
 
 Establecer los elementos constitutivos que dan lugar jurídicamente a la 
inconstitucionalidad, resulta  bastante complejo si se tiene en cuenta que legislaciones como la 
ecuatoriana contienen figuras de similares características y efectos, lo cual implica en 
consecuencia que su análisis queda circunscrito a diversos criterios o posiciones, más aún, 
cuando no se han llevado a cabo por lo menos en el caso local, estudios profundos relativos a la 
inconstitucionalidad y la generalidad de aspectos que la configuren legalmente. 
 
 Sin embargo de lo manifestado, ciertas alusiones doctrinarias y académicas se han 
planteado respecto de la temática abarcada en el presente numeral, en donde se determina que 
los elementos que hacen parte de la inconstitucionalidad como figura jurídica son los detallados 
a continuación: 
 
- Naturaleza estatal del acto que se pretende calificar como inconstitucional. 
- Carácter normativo del acto que se pretende calificar como inconstitucional. 
- Vulneración de normas expresamente previstas en la Constitución del Estado. 
- Determinación clara del sujeto pasivo sobre quién o que recaen los efectos de la 
inconstitucionalidad.    
- Tipicidad de la inconstitucionalidad en la legislación de que se trate. 
 
La confluencia de estos cinco componentes dan lugar a la estructuración jurídica 
conocida como la figura de inconstitucionalidad, debiendo tenerse en cuenta para tal efecto, que 
la misma se encuentra legislada bajo diferentes concepciones según el país en donde se la haya 
considerado, así por ejemplo: El recurso de inconstitucionalidad o la acción de 
inconstitucionalidad por citar un par de casos. 
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Complementariamente a los aspectos señalados con anterioridad relativos a los 
elementos que deben presentarse para dar lugar a la inconstitucionalidad, es preciso manifestar 
que los mismos coadyuvan en esta sola institución jurídica con la finalidad de brindar 
protección o tutelaje legal a evidentes y expresas garantías que se encuentran consagradas en el 
ordenamiento constitucional de un Estado, siendo entre otras las más relevantes el debido 
proceso, la tutela judicial efectiva, imparcial y expedita de derechos, la seguridad jurídica, el 
desarrollo progresivo de los derechos constitucionales y específicamente en derecho al trabajo 
plenamente reconocido y remunerado, entre otros. 
 
3.2. INOBSERVANCIA DE LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES 
GENERADOS EN LOS SERVICIOS TÉCNICOS ESPECIALIZADOS  
 
 Con la finalidad de desarrollar un análisis objetivo y claro sobre la inobservancia de los 
derechos y garantías constitucionales que se genera en la inadecuada regulación establecida en 
el Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento que versan sobre los servicios técnicos 
especializados, es preciso manifestar y recordar como primer punto que los mismos constituyen 
la realización de actividades o tareas tendientes a satisfacer las necesidades intangibles de quien 
los requiera, pero cuyo ejercicio se basa en mecanismos y protocolos técnicos de comprobada 
valía, destinados a un campo o área en particular, lo cual implica en consecuencia que tal tipo de 
servicios puede ser encasillado sin admisión de criterio en contra, como una actividad laboral 
reconocida y legalizada en el Ecuador. 
 
 En este sentido, vale decir que la potenciación y cumplimiento del ejercicio pleno de los 
derechos debe estar consagrado plenamente en la normativa legal que rige hoy en día y estar 
además garantizada por el Estado lo cual, en el caso de los servicios técnicos especializados que 
se contemplan en el Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento como ya se lo ha demostrado 
con anterioridad, no sucede por carecer de las dos premisas antes mencionadas. 
 
 Es factible destacar entonces que en el Ecuador se ha configurado actualmente una clara 
vulneración de los derechos constitucionales de corte laboral nacidos como resultado de la 
ejecución de servicios técnicos especializados, los cuales al verse coartados en su cumplimiento, 
dan paso al resquebrajamiento de la seguridad jurídica y la igualdad de las personas ante la ley.    
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 A tal efecto, lo que la inobservancia de los derechos constitucionales derivados de la 
aplicación del Mandato Constituyente N° 8 ha implicado para la sociedad ecuatoriana, puede ser 
resumida en el trastorno e inestabilidad de la estructura social, jurídica, económica e incluso 
política del país, en razón de que este tipo de medidas contribuyen a generar confusiones muy 
marcadas para la población así como también el rechazo a la estructura legal que empieza a 
tomar forma. 
 
 Con la finalidad de determinar los efectos que se desprenden de la inobservancia de los 
derechos constitucionales generados por la prestación de servicios técnicos especializados en el 
Ecuador, es preciso establecer como primer punto cuales son los derechos constitucionales que 
se generan en este sentido para su análisis y el correspondiente planteamiento de alternativas 
que permitan solucionar la problemática. 
 
 Así entonces, es válido destacar que los derechos constitucionales respecto de los cuales 
se hace referencia en el párrafo que antecede pueden ser clasificados o encasillados en dos 
grupos, por una parte se encuentran los derechos constitucionales laborales de carácter general 
que como resultado de la prestación de un servicio y por otra, están los derechos específicos que 
en este sentido pasan a constituirse en razón de la naturaleza del servicio que se lleva a cabo. 
 
3.2.1. Derechos Constitucionales Generales 
 
 Uno de los aciertos y potencialidades más destacables que pueden ser atribuidas a la 
Constitución de Montecristi vigente en el Ecuador desde el año 2008, versa justamente sobre el 
tema de las formas de trabajo y su retribución, el mismo que ha sido ampliamente desarrollado 
en su texto con la finalidad de garantizar un mejor tutelaje respecto de las garantías inherentes a 
los trabajadores en general. 
 
 De este modo, es factible introducir dentro del grupo de derechos constitucionales 
generales de naturaleza laboral al imperativo que tiene el Estado ecuatoriano para garantizar el 
derecho al trabajo a todos los ciudadanas y ciudadanas del país mediante el reconocimiento de 
las “modalidades en relación de dependencia o autónomas, con inclusión de labores de autosustento y 
cuidado humano”. (Constitución de la República del Ecuador, 2008) Art. 325. 
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 Atendiendo la intencionalidad que se desprende de esta disposición constitucional y con 
la finalidad de establecer los puntos que sustentan los criterios expuestos a lo largo de la 
presente investigación, es factible manifestar que los servicios técnicos especializados se 
encuentran consagrados como un derecho constitucional-laboral nato y por lo tanto, susceptibles 
de generar una reclamación para efectivizar su cumplimiento, en consecuencia, queda 
justificada y demostrada a plenitud la naturaleza jurídica de este tipo de servicios y la 
posibilidad de perfeccionar jurídicamente su observancia y respeto íntegro por parte de 
empleadores sean éstos públicos o privados. 
 
 En este sentido, la inobservancia de los derechos constitucionales que se generan como 
resultado de la realización o prestación de servicios técnicos especializados, pasa por no 
considerar este tipo de actividades como una de carácter laboral al facultar erróneamente la 
contratación de los mismos bajo parámetros contractuales amparados en el Código Civil, hecho 
que posibilita lógicamente la configuración de vulneraciones relativas a los derechos de quienes 
ejercen dichas actividades. 
 
 Cabe tomar en cuenta que uno de los principios más importantes sobre los cuales se 
encuentra sustentado el sistema jurídico ecuatoriano y la administración de justicia como tal, se 
remite a la igualdad ante la ley, precepto que en este caso cobra amplia y profunda relevancia 
debido a que no se lo toma en cuenta bajo ningún concepto ni criterio, lo cual puede ser 
evidenciado a través de lo dispuesto en el marco jurídico pertinente a los servicios técnicos 
especializados, en donde se hace mención de varios tipos de actividades encasilladas como tales 
entre las que se destacan servicios jurídicos, contables, auditorías, sistemas y otros adicionales, 
sin los cuales por ejemplo, una entidad pública no podría operar por lo menos con eficiencia y 
ajustándose el marco de legalidad vigente en el país. 
 
 En este sentido, la realidad ecuatoriana a partir de la vigencia del Mandato 
Constituyente N° 8 elimina cualquier posibilidad por lo menos en el ámbito de los servicios 
técnicos especializados, de ejecutar el principio jurídico de igualdad ante la ley, puesto que, 
mientras en algunas entidades públicas por ejemplo se permite y cuenta con equipos 
profesionales completos de contabilidad, jurídicos, de sistemas, etcétera, que gozan 
integralmente de los derechos laborales consagrados en la Constitución y más normas 
pertinentes y evidentemente se encuentran fuera de cualquier indicio abusivo que pretenda 
configurarse a partir de la tercerización laboral, existen otras entidades del Estado en donde bajo 
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el imperio del referido mandato se contrata a profesionales y no profesionales que no tienen la 
posibilidad de acogerse a los beneficios que otras personas por el desempeño de las mismas 
actividades lo hacen, es decir, un abogado que necesariamente se requiere para el 
funcionamiento de una empresa pública contratado fuera de la modalidad de servicios técnicos 
especializados mantiene mejores condiciones laborales que otro abogado, que haya sido 
contratado bajo esta modalidad, aun cuando los dos tengan bajo su cargo el desempeño de las 
mismas competencias.  
 
 Este aspecto conduce como lo refiere el jurista Genaro Valdivieso en su obra titulada 
“El Enfoque Productivo de las Micro y Medianas Empresas frente a los Tratados de Libre Comercio”, a 
otro principio de amplia valía como es el de “a igual trabajo igual remuneración” (pág. 182), en 
donde se entiende por remuneración no solo el pago de un estipendio mensual cifrado en una 
cantidad determinada y fija que es otorgado por la prestación de un servicio lícito y personal, 
sino que dicha noción va más allá hasta incluir dentro de lo que constituye la remuneración, el 
goce integral de beneficios adicionales que son asequibles para quien confiere la prestación de 
un servicio en especial gracias al imperio de normas complementarias.  
 
 Una vez que ha sido analizado el contexto de derechos generales de carácter 
constitucional que son vulnerados en razón de la aplicación del Mandato Constituyente N° 8 y 
su respectivo Reglamento de aplicación en lo relativo a la prestación de servicios técnicos 
especializados, es factible hacer alusión a la variada gama de potestativos jurídicos consagrados 
como garantías y derechos constitucionales específicos que son también desconocidos como 
consecuencia de efectivizar o poner en práctica el mandato referido anteriormente.  
 
3.2.2. Derechos Constitucionales Específicos  
 
 Cabe comenzar el desarrollo doctrinario y jurídico de este numeral, destacando el hecho 
de que la Constitución del Ecuador de una manera clara y expresa le confiere la competencia 
imperativa al Estado, de establecer políticas públicas y programas de protección contra 
cualquier forma de explotación laboral con la finalidad de garantizar un equilibrio en las 
relaciones existentes entre empleados o trabajadores y empleadores.   
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 Partiendo de esta premisa, resulta inconcebible que el sistema legal faculte o legalice 
inconsistencias de orden práctico como el no permitir que individuos que prestan un servicio en 
claras y evidentes condiciones de trabajo, accedan a los beneficios que por las mismas 
actividades, otros individuos si tienen derecho, más aún, cuando el régimen de desarrollo sobre 
el cual se sustentan las actividades productivas en el Ecuador señala entre uno de sus objetivos 
más importantes el de “…construir un sistema económico, justo, democrático, productivo, solidario y 
sostenible basado en la distribución igualitaria de los beneficios del desarrollo, de los medios de 
producción y en la generación de trabajo digno y estable.” (Constitución de la República del 
Ecuador, 2008) Art. 276. 
 
 Vale decir entonces, que este tipo de derechos constitucionales específicos al ser 
inobservados por parte, en este caso, de las propias autoridades del Estado y la consecuente 
vulneración que se genera así mismo por los empresarios privados que también parecen contar 
con la capacidad legal para hacerlo, acogiéndose a las disposiciones imperativas del Mandato 
Constituyente N° 8 y su Reglamento de aplicación, configuran un ambiente de inseguridad 
jurídica que detenta como punto de partida el fraccionamiento de derechos laborales inherentes 
y exclusivos a la condición de trabajador o empleado, así como el irrespeto absoluto a cuerpos 
legales vigentes.  
 
 En este sentido, es factible aseverar que el desarrollo del país no se cimenta en la 
valoración adecuada de los derechos laborales de los ciudadanos ecuatorianos, sino que parte de 
condiciones cuestionables que ponen por sobre cualquier derecho plenamente establecido en el 
marco legal, la conveniencia económica de quienes fungen como empleadores mediante la 
posibilidad de evadir responsabilidades que generalmente son obligatorias e inevitables de 
eludirlas. 
 
 La condición referida en el párrafo precedente sobre la cual se sustentan las relaciones 
generadas entre empleados y empleadores, hace posible que se vulneren fácilmente derechos y 
garantías laborales que se encuentran estipuladas en la normativa constitucional que rige hoy en 
día en el país, afectando de este modo el interés de miles de ciudadanos que pugnan por acceder 
a medios que permitan satisfacer sus necesidades económicas y en consecuencia, socavan la 
estructura de la sociedad, hecho que se torna necesario desarrollar en un breve análisis sobre los 
derechos constitucionales de corte laboral que son vulnerados.  
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3.3. DERECHOS CONSTITUCIONALES-LABORALES VULNERADOS  
 
 Como lo evidencia el artículo 284 de la Constitución del Ecuador en su numeral 6, entre 
uno de los objetivos atribuibles a la política económica se encuentra el de “…impulsar el pleno 
empleo y valorar todas las formas de trabajo, con respeto a los derechos laborales…”, lo cual implica 
que el carácter constitucional que se le otorga a la obligación de respetar los derechos de los 
trabajadores está presente en la legislación nacional y por lo tanto, debe ser cumplido a 
cabalidad generando de ser el caso, la abolición de normas que contrarían este postulado, tal es 
el caso del Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de aplicación. 
 
 Dicho esto, cabe recalcar que los derechos constitucionales de carácter laboral que 
vienen siendo vulnerados con la expedición del cuerpo normativo al que se hace referencia en el 
párrafo que antecede, son extensos y básicamente pasan por constituirse en principios sobre los 
cuales se erige el derecho al trabajo en el Ecuador, debiendo mencionarse entre los más 
importantes los siguientes:  
 
- “A trabajo de igual valor corresponderá igual remuneración”. (Constitución de la República del 
Ecuador, 2008) Art. 326. 
 
Este derecho constituye uno de los más elementales e importantes en el ámbito laboral, 
pues en virtud del mismo es factible y posible garantizar la equidad en las condiciones de 
trabajo que llevan adelante hombres y mujeres en el Ecuador, sin embargo, en la actualidad la 
vigencia del Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de aplicación, específicamente en lo 
relativo a la prestación de servicios técnicos especializados, evidencia una vulneración del 
mismo por cuanto la contratación civil que faculta este Mandato para la realización de 
actividades laborales no permite que imperen condiciones iguales respecto de quienes efectúan 
las mismas actividades pero cuya contratación está basada en parámetros laborales, distinta y 
discriminadora respecto de aquellos que prestan servicios técnicos especializados. 
 
- “Toda persona tendrá derecho a desarrollar sus labores en un ambiente adecuado y propicio, 
que garantice su salud, integridad, seguridad, higiene y bienestar.”.
 
(Constitución de la 
República del Ecuador, 2008) Art. 326. 
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Este principio del trabajo establecido en la Constitución de Montecristi también es 
claramente vulnerado con la expedición del Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de 
aplicación, en razón de que el mismo no permite que la persona que presta un servicio técnico 
especializado pueda ver garantizada una estabilidad adecuada para el desarrollo de sus 
actividades y en general, para la consecución de su propio bienestar, económico, personal, 
social, etcétera. 
 
En este sentido, cabe tomar en cuenta que la naturaleza de los servicios técnicos 
especializados que son prestados a una entidad pública o empresa, necesariamente involucran 
un  carácter laboral, por lo que conferir la posibilidad de calificarlos como relaciones de tipo 
civil no encuentra asidero alguno en el sistema jurídico nacional, es decir, no es posible 
legalmente validar la contratación de este tipo de servicios a través de la vía civil, siendo que 
servicios exactamente iguales han venido siendo contratados en las diferentes empresas y en 
general el sector público del país desde hace varias décadas bajo consideraciones de carácter 
laboral.   
 
- “Se adoptará el diálogo social para la solución de conflictos de trabajo y formulación de 
acuerdos”. (Constitución de la República del Ecuador, 2008)  Art. 326. 
 
Con relación  al principio laboral enunciado y que se encuentra contenido en la 
Constitución vigente, es preciso manifestar que el mismo ha sido inobservado y por lo tanto 
vulnerado desde el Estado, ya que el Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de 
aplicación bajo ningún criterio de consenso, ha sido tratado para su expedición entre las 
autoridades competentes y representantes sociales y de los trabajadores, hecho que se agrava 
aún más cuando pese a que se hayan detectado graves evidencias de fraccionamiento legal en 
contra de la clase trabajadora, no se ha dado cabida para instaurar diálogos entre los actores 
involucrados con la finalidad de solucionar la grave problemática laboral que por su naturaleza e 
impacto, es capaz de desestabilizar la estructura social del país. 
 
Esta consecuencia no constituye una exageración, puesto que el abuso con el cual el 
poder público ha implementado este tipo de normas inconstitucionales implica no sólo que se 
deje de tutelar el derecho de los trabajadores, sino que también se configure un entorno de 
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inseguridad jurídica que puede ser extrapolada a otros ámbitos y en consecuencia, sus efectos 
pueden generalizarse en otras esferas del quehacer social ecuatoriano. 
 
- “En las instituciones del Estado y en las entidades de derecho privado en las que haya 
participación mayoritaria de recursos públicos, quienes cumplan actividades de representación, 
directivas, administrativas o profesionales, se sujetarán a las leyes que regulan la 
administración pública. Aquellos que no se incluyen en esta categorización estarán amparados 
por el Código del Trabajo”. (Constitución de la República del Ecuador, 2008) Art. 326. 
 
El caso pragmático más evidente por el cual se torna posible aseverar y calificar como 
inconstitucional el alcance del Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de aplicación en lo 
concerniente a la prestación de servicios técnicos especializados, se configura con la disposición 
N° 16 del artículo 326 de la Constitución de la República del Ecuador, en donde se fijan clara y 
expresamente los parámetros sobre los cuales han de regularse las relaciones existentes entre 
entidades del Estado o mixtas con participación mayoritaria del Estado y personal que cumpla 
entre otras actividades administrativas o profesionales, siendo en este caso aquellas normas que 
regulan la administración pública, o en su defecto aquellas personas que no se encuentren 
inmersas en la misma, estarán a lo dispuesto en la legislación laboral regentada por el Código 
del Trabajo. 
 
 En cuanto al criterio constitucional que ha sido expuesto en el párrafo que antecede, es 
propicio tener en cuenta la concurrencia de dos aspectos claves para dilucidar la problemática 
que se ha presentado con la expedición del Mandato Constituyente N° 8 y su respectivo 
Reglamento de aplicación, los mismos que se analizan a continuación. 
  
Como primer punto, es válido señalar que la disposición constitucional hace alusión 
entre otras, a actividades administrativas y profesionales como ámbitos susceptibles de ser 
regulados mediante disposiciones legales directamente derivadas de la legislación 
administrativa pública ecuatoriana, en cuyo caso ha de tenerse en consideración que los 
servicios legales, financieros, contables, etcétera son de naturaleza profesional y por lo tanto, 
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deben ser regulados en base al imperio de las regulaciones antes referidas, es decir, las de 
carácter administrativo. 
 Por otra parte, el segundo punto clave en este análisis, se remite a la falsa e ilegítima 
potestad que se adjudica el Mandato Constituyente N° 8, cuando genera una disposición que 
permite llevar a cabo contrataciones profesionales o de servicios mediante al ámbito civil, 
siendo que la Constitución claramente dispone que las relaciones entre entidades del Estado y 
empleados debe estar basada en los preceptos jurídicos contenidos en el Derecho Administrativo 
o el Código del Trabajo. 
 
 Entonces, lo que se evidencia en este caso es una interpretación extensiva hecha por 
parte del Asambleísta Constituyente a las disposiciones de la Constitución, que degenera en 
condiciones de trabajo injustas y que además vulneran derechos inherentes a trabajadores o 
empleados en el Ecuador.     
 
 En términos generales y con apego al análisis jurídico que se ha llevado a cabo con 
respecto a las disposiciones constitucionales de carácter laboral que son quebrantadas con la 
expedición del Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de aplicación en lo concerniente a 
la prestación de servicios técnicos especializados, es indispensable decir que las necesidades 
empresariales y de administración son las que dictan o plantean los potestativos sobre los cuales 
se han de llevar a cabo las contrataciones de personal independientemente de la naturaleza de 
sus actividades especializadas y técnicas, sin embargo de lo manifestado, en este caso la manera 
en cómo se ha estructurado el mencionado Mandato Constituyente y las implicaciones jurídicas 
que genera, determinan una inconstitucionalidad y extrema flexibilidad de la ley para adaptar las 
necesidades que se presentan, es decir, no necesariamente todos los servicios profesionales 
técnicos especializados requerirán ser contratados por tiempos considerables, lo cual si hace 
posible que se contrate bajo otro tipo de figuras que no necesariamente deben ser las 
contempladas en el ordenamiento laboral. 
 
 De otra parte, en el caso del Mandato Constituyente analizado, se generaliza la actividad 
y se faculta a rajatabla la opción de contratar civilmente servicios técnicos especializados, sin 
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tenerse en consideración por citar un ejemplo, el tiempo que va a tomar la prestación del 
servicio de que se trate. 
 
 Así entonces, lo jurídicamente conveniente es mediar la posición y establecer el imperio 
de normas reguladoras que asuman la problemática con mayor profundidad y detalle, para de 
este modo, solucionar las controversias de inconstitucionalidad que se han detectado y que se 
han analizado oportunamente.   









4. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
4.1.DETERMINACIÓN DE LOS MEDIOS A UTILIZAR 
 
 La metodología y las técnicas de investigación que van a ser recurridas o empleadas en 
el desarrollo de una investigación de campo, constituye uno de los aspectos más importantes 
para garantizar que la obtención de resultados sea eficiente y se encuentren directamente 
relacionados con la temática que se investiga, por lo tanto, se constituye imperativo en el 
presente caso determinar con objetividad cuales son los métodos de investigación capaces de 
satisfacer las necesidades de información que se desprenden de este estudio. 
 
 Vale decir que los métodos y técnicas de investigación a ser utilizadas en este caso por 
ser tan importantes para el estudio y aportar con fundamentos prácticos sobre las pretensiones 
que se quiere demostrar, son analizados a continuación: 
 
- Método Analógico.  
 
Esta metodología de la investigación consiste en “inferir de la semejanza alguna 
característica entre dos objetos, la probabilidad que las características restantes sean también 
semejantes, debiendo tenerse en cuenta sin embargo que los razonamientos analógicos no son siempre 
válidos”. (Yépez, 2002, pág. 90) 
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- Método Científico. 
 
Se denomina como método a “una serie ordenada de procedimientos de que hace uso la 
investigación científica para observar la extensión de los conocimientos, pudiendo en este caso concebir 
el método científico como una estructura, un armazón formados por reglas y principios coherentemente 
concatenados entre sí” ( http://es.wikipedia.org/wiki/M%C3%A9todo_cient%C3%ADfico, Consultado el 
19 de noviembre de 2013), considerando a este método un soporte en la investigación por la 
aplicación de sus cinco pasos principales que son: La observación, hipótesis, experimentación, 
teoría y por último la ley. 
 
- Método Inductivo. 
 
Respecto de este método de investigación es preciso destacar que doctrinariamente se lo 
ha considerado como “un proceso de análisis de aspectos, situaciones, ideas, hechos particulares, para 
llegar al principio o ley general que los determina; se toman los casos particulares para llegar a 
conclusiones generales. Tenemos que colegir que, para ello, ha existido un contrato directo del 
investigador con esos hechos particulares a través de la experiencia, la observación, la experimentación, 
la comprobación en base de lo cual, le será posible llevar determinados aspectos específicos del 
conocimiento a unificarlos en conceptos y categorías generales; en un proceso similar al que se realiza 
con los métodos analítico-sintético; de la parte al todo, de los hechos a las leyes, en un proceso de 
generalización a la abstracción”. (Yépez, 2002, pág. 90). 
 
- Método Deductivo. 
 
Textualmente conceptualizado, “…es el proceso de análisis contrario al individuo, se parte 
de los aspectos o principios generales conocidos, aceptados como válidos por la ciencia, los que por 
medio del razonamiento lógico, la síntesis, se pueden deducir suposiciones o explicar los hechos 
particulares; significa que sacamos determinadas consecuencias de algo generalmente aceptado, por 
medio de la comparación y demostración en un proceso sintético-analítico del todo a la parte”. (Yépez, 
2002, pág. 91) 
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- Método Analítico. 
 
Este método se utiliza para “descomponer o desintegrar el hecho que se investiga, un 
problema, una entidad jurídica, una norma vigente; en sus diferentes elementos, “partes” que hacen el 
todo, explicando sus implicaciones con este todo, sin perder la visión que la hace parte del todo, pues 
cada parte tiene sus propias características y estructura, dentro de la estructura que hace parte del todo. 
El método se concreta por medio del siguiente proceso: Observación de la problemática, descripción, 
crítica; se descompone en partes, se enumera, ordenan y clasifican; acciones estas que permiten un 
proceso de conocimiento claro profundo, después de lo cual se pasa al siguiente método”. (Yépez, 2002, 
pág. 91) 
 
- Método Exegético. 
 
Consiste en “la interpretación y explicación de la norma; se explica el contenido, se expone el 
sentido y se determina el alcance de la letra de la Ley y las expresiones que la originaron en la forma 
como el legislador la elaboró, tratando de desentrañar la intención y voluntad del autor, su autenticidad 
e intencionalidad, para su aplicación por parte del juez o la administración de las entidades y el Estado”. 
(Yépez, 2002, págs. 91-92) 
 
 
- Método Participativo. 
  
Se fundamentan en “la concepción histórico-cultural, vinculando la actividad, la 
comunicación y el desarrollo psíquico. La comunicación es a la vez producto del grado de desarrollo 
alcanzado por el hombre en el proceso de dominio de la naturaleza y transformación de ésta y de sí 
mismo en base del trabajo, juega un papel preponderante en el proceso de aprendizaje de conocimientos, 
habilidades, destrezas, valores, la transmisión de experiencias de generación en generación”. ( 
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- Método de Discusión. 
  
Pone énfasis en la capacidad de análisis del grupo, se utiliza para problemas que 
suscitan intercambio de ideas, experiencias con el fin de clarificar la base teórica que permita 
obtener una visión integral de la problemática y la vía de solución. Propicia la búsqueda 
colectiva de solución del problema estudiado, permitiendo las aportaciones creativas y se puede 
ejecutar a través de diferentes técnicas como: La discusión plenaria, discusión en pequeños 
grupos, discusión reiterada, (Phillips, Conferencia confrontación, Mesa Redonda y el Panel). 
 
 Detallados que han sido los métodos de investigación susceptibles de ser empleados en 
el desarrollo del estudio de campo, es factible adentrarse en lo que constituye el diseño mismo 
de la referida investigación, la misma que se fue generada en torno a los siguientes criterios. 
 
4.2.  DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 La temática que se analiza en el desarrollo de la presente investigación de campo se 
encuentra caracterizada por la concurrencia de dos aspectos o enfoques claramente definidos 
entre sí, estos son el enfoque de carácter crítico y el enfoque de naturaleza propositiva, los 
mismos que se configuran a partir del análisis y diagnósticos objetivos y directos sobre la 
problemática que se refiere a la clara vulneración de derechos laborales emanados como 
resultado de la vigencia legal relativa al Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de 
aplicación, específicamente a la prestación de servicios técnicos especializados y la posibilidad 
de que los mismos sean contratados en base a normas de carácter civil y equipararse en este 
sentido, a la tercerización laboral. 
 
 A tal efecto, cabe destacar que el enfoque crítico de la referida investigación se 
desarrolla en la generalidad de los componentes relativos al problema, en cuyo caso se 
consideran para tal efecto una serie de esquemas doctrinarios y jurídicos que permiten llevar a 
cabo el estudio correspondiente y detectar los parámetros que dan lugar a la vigencia y los 
efectos de la antijuricidad que caracteriza al Mandato Constituyente en análisis y las 
consecuencias que se producen directamente en la sociedad ecuatoriana y el régimen legal. 
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 Por otra parte, en lo concerniente a la naturaleza propositiva de la investigación, se debe 
tener en cuenta que la misma acarrea o implica la capacidad del investigador para proponer una 
o varias alternativas que viabilicen el mejoramiento integral de los mecanismos que facultan la 
posibilidad de tutelar los derechos de los trabajadores no solo por parte del Estado ecuatoriano 
sino también de la sociedad civil, con la finalidad -siempre- de garantizar el cumplimiento 
efectivo y eficaz de los principios jurídicos de amplia relevancia como es el caso de la seguridad 
jurídica, irrenunciabilidad de derechos laborales, inembargabilidad de estos y otros derechos de 
similar connotación legal. 
 
 Cabe señalar que la confluencia de los enfoques señalados en los párrafos que 
anteceden, se han estructurado en base a la interpretación del problema, su comprensión práctica 
y jurídica y la explicación clara de la problemática en análisis que para el efecto, se constituye 
como un ámbito de carácter legal, laboral, administrativo y social, la cual a su vez es 
interpretada con la finalidad de contradecir sus componentes y generar en este sentido, cambios 
de orden cualitativo en la estructura jurídica de la ley y cuantitativos en cuanto a los efectos que 
la misma produce a partir de su aplicación.      
  
De manera complementaria a lo manifestado, es importante señalar que este proyecto de 
investigación de campo se encuentra relacionado con funcionarios y servidores judiciales 
encargados del área laboral, así como también los poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado y 
más organismos cuyas competencias se relacionan con el ámbito laboral y la prestación de 
servicios para el Estado. 
  
Para los efectos de aplicación relativos a la investigación de campo sustentada en base al 
diseño de una encuesta, es válido mencionar que la misma mantuvo lineamientos acordes con 
las siguientes modalidades de trabajo e investigación: 
 
- Investigación de campo. 
- Investigación documental y bibliográfica.   
 
Respecto de las implicaciones que corresponden a la investigación de campo, puede 
señalarse que las mismas se circunscriben a los problemas generados debido a la inadecuada 
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configuración jurídica de la cual ha sido objeto la figura legal de la prestación de servicios 
técnicos especializados para entidades del Estado, contemplada en el Mandato Constituyente N° 
8 y su Reglamento de aplicación, así como también la inobservancia de principios jurídicos 
laborales básicos y de comprobada valía en la legislación ecuatoriana, en cuyo caso, se ha 
elevado, el desarrollo de un estudio sistemático en el ámbito judicial ecuatoriano y más 
funcionarios públicos que mantienen relación directa con el tema en análisis. 
 
Por otra parte, en cuanto se refiere a la investigación documental y bibliográfica que ha 
sido llevada a cabo, vale decir que esta contribuyó a la detección, ampliación y lo que es más 
importante, a la profundización de los diferentes enfoques doctrinarios y académicos que 
respecto del tema se han dado tanto en el campo jurídico como sociológico y que se encuentran 
representados por el planteamiento de diversas teorías, conceptualizaciones, postulados y 
criterios emitidos por la amplia serie de autores que al respecto se han pronunciado de manera 
científica y técnica. 
 
Para tal efecto, se ha recurrido a una gama de documentos que con relación al tema 
reposan en las diferentes bibliotecas del Distrito Metropolitano de Quito, reportajes 
periodísticos, revistas, informes de organizaciones no gubernamentales, internet, biblioteca 
personal y otros recursos de similar naturaleza informativa.    
 
De manera particular a lo manifestado, se torna imperativo destacar que la presente 
investigación de campo se encuentra integrada dentro de las modalidades especiales de estudio, 
ya que se enfoca principalmente en dos aspectos definidos con precisión, por un lado el carácter 
social de la problemática y por otro la factibilidad de aplicarlo en el campo social, por cuanto se 
busca elaborar y desarrollar una propuesta que sustente la creación y aplicación de un marco 
jurídico reformatorio y reemplazante del Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de 
aplicación, con la finalidad de garantizar el cumplimiento integral de principios legales y 
constitucionales de carácter laboral. 
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4.3.  POBLACIÓN Y MUESTRA 
 
 Ya que la elaboración del estudio de campo permite recolectar datos que se derivan 
estrictamente de la realidad ecuatoriana frente al problema que ha generado la aplicación del 
Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de aplicación en lo concerniente a la prestación 
de servicios técnicos especializados, es preciso que la misma se encuentre enfocada en sectores 
que permitan validar la información obtenida en virtud de la experticia que poseen sobre la 
temática, la experiencia y los efectos que sobre estos e han generado. 
 
 De esta manera entonces, es preciso señalar que para el efecto se ha de tomar en cuenta 
la relación o nexo jurídico que se configura entre los derechos laborales de los trabajadores o 
empleados y el marco jurídico que pretende vulnerarlos en el ejercicio o cumplimiento de las 
competencias propias de las entidades del Estado, lo cual lleva en consecuencia a que la 
aplicación de la investigación de campo se centre como punto de partida en los siguientes 
segmentos: 
 
- Servidores Judiciales adscritos a las judicaturas laborales. 
- Servidores y funcionarios del Ministerio de Relaciones Laborales. 
- Abogados en libre ejercicio profesional registrados en la Función Judicial de Pichincha. 
- Servidores de la Función Legislativa ecuatoriana. 
 
Cabe destacar que el ámbito espacial sobre el cual se llevó a cabo el desarrollo de esta 
investigación está limitado al Distrito Metropolitano de Quito, esto con la finalidad de 
estratificar la aplicación de la misma, teniendo en cuenta que en esta ciudad confluyen las 
condiciones culturales, sociales, económicas, políticas y laborales capaces de resumir o expresar 








 Como ya ha sido referido con anterioridad, la aplicación del estudio de campo fue 
llevada a cabo en el Distrito Metropolitano de Quito, Provincia de Pichincha, específicamente 
en los segmentos que se detallan a continuación: 
 
- Servidores Judiciales adscritos a las judicaturas laborales representados por una 
población segmentada de 150 individuos. 
- Servidores y funcionarios del Ministerio de Relaciones Laborales representados por una 
población segmentada de 400 individuos. 
- Abogados en libre ejercicio profesional registrados en la Función Judicial de Pichincha 
representados por una población segmentada de 14000 individuos. 
- Servidores de la Función Legislativa ecuatoriana representados por una población 
segmentada de 500 individuos. 
 
En base a los datos consignados anteriormente, se determina que la población o 
universo relativo al ámbito en análisis se encuentra constituido aproximadamente quince mil 
cincuenta individuos, de donde se obtendrá la muestra respectiva para la aplicación práctica del 
estudio de campo. 
 
4.3.2.  Muestra 
  
Para efectos de la presente investigación, es preciso recalcar que el universo total o 
población está constituida por quince mil cincuenta individuos, de los cuales se tomará una 
muestra aleatoria en base a la aplicación de la fórmula que se encuentra detallada a 
continuación: 
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n = tamaño de la muestra 
N = tamaño de la población 
E = error máximo admisible en cálculo muestral 
Para el caso los datos son: 
 
N = 15050 













n = 99 
 
Por tanto, la muestra sobre la cual se aplicó el estudio de campo respectivo estuvo 
constituida por noventa y nueve individuos. 
 
 
4.4.  OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 
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Tabla 2 




La demanda de fuentes 
de trabajo que ha 
creado nuevas figuras 
irregulares de 
prestación de servicios, 
degradando la 
condición laboral a una 







- de discusión 


































económica y social que 
tiene un individuo 
cabeza de hogar que 
necesita de un empleo 
para subsistir. 











Elaborado por: Sandra Torres 
 
4.5.  ENCUESTA 
 
 Como ya ha sido referido de manera precedente, es precioso manifestar que la 
investigación de campo empleada para la obtención de datos directos relativos a la problemática 
tratada, está circunscrita a los parámetros de la encuesta, en cuyo caso, la misma ha sido 
estructurada en base a los cuestionamientos que se plantean a continuación: 
 




POR FAVOR SEÑALE CON UNA X EN LA RESPUESTA QUE USTED CREA 
CONVENIENTE: 
 
1. ¿Cómo Califica usted al actual sistema jurídico ecuatoriano y su capacidad para 
proteger los derechos de os trabajadores?  
Excelente  ………. 
Muy bueno  ………. 
Bueno   ………. 
Malo   ………. 
Pésimo   ………. 
 
 
2. ¿Considera que los derechos laborales en el Ecuador están correctamente 
protegidos desde el punto de vista legal? 
Si   ………. 
Parcialmente   ………. 
No   ………. 
 
 
3. ¿Considera que la tercerización laboral ha sido completamente erradicada en el 
Ecuador? 
Si   ………. 
Parcialmente   ………. 
No   ………. 
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4. ¿Está de acuerdo en facultar el ejercicio de la tercerización laboral en el Ecuador 
respecto de la prestación de servicios en algunos ámbitos profesionales? 
Si   ………. 
Parcialmente   ………. 
No   ………. 
 
 
5. ¿Conoce usted las implicaciones jurídicas del Mandato Constituyente N° 8 y su 
Reglamento de aplicación? 
Si   ………. 
Parcialmente   ………. 
No   ………. 
 
 
6. ¿Cree usted que los servicios técnicos especializados pueden ser tercerizados? 
Si   ………. 
Parcialmente   ………. 
No   ………. 
 
 
7. ¿Considera que el Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de aplicación 
vulneran la Constitución de la República? 
Si   ………. 
Parcialmente   ………. 
No   ………. 
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8. ¿Considera adecuado que actividades de carácter laboral puedan ser reguladas 
contractualmente por la vía civil? 
Si   ………. 
Parcialmente   ………. 
No   ………. 
 
 
9. ¿Cómo califica los efectos jurídicos de la contratación de servicios técnicos 
especializados bajo normas civiles? 
Excelente  ………. 
Muy bueno  ………. 
Bueno   ………. 
Malo   ………. 
Pésimo   ………. 
 
 
10. ¿Cree usted que es conveniente generar un marco legal que reforme el alcance del 
Mandato Constituyente N° 8 y su reglamento de aplicación? 
Si   ………. 
Parcialmente   ………. 
No   ………. 
 
 
11. ¿Bajo su criterio, considera que la relación laboral basada en términos 
contractuales civiles favorece los derechos de los trabajadores?  
Si   ………. 
Parcialmente   ………. 
No   ………. 
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 Los cuestionamientos que han sido planteados con anterioridad fueron aplicados a la 




¿Cómo Califica usted al actual sistema jurídico ecuatoriano y su capacidad para proteger los 
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¿Considera que los derechos laborales en el Ecuador están correctamente protegidos desde el 
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¿Está de acuerdo en facultar el ejercicio de la tercerización laboral en el Ecuador respecto de la 
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¿Considera que el Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de aplicación vulneran la 
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¿Considera adecuado que actividades de carácter laboral puedan ser reguladas contractualmente 
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¿Cree usted que es conveniente generar un marco legal que reforme el alcance del Mandato 
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¿Bajo su criterio, considera que la relación laboral basada en términos contractuales civiles 











Elaborado por: Sandra Torres 
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4.6.  VALIDEZ Y CONFIABILIDAD DE LOS INSTRUMENTOS 
 
La confiabilidad de los instrumentos se estableció a través de la codificación del 
coeficiente Alfa de Crombach, por medio de la siguiente fórmula: 
        























     =   Coeficiente Alfa de Crombach 
k      =  Número de ítems o número de preguntas del cuestionario 
  =  Sumatoria 
iS 2   = Varianza de los ítems 
tS 2   = Varianza total del instrumento. 
 
4.7.  TÉCNICAS DE PROCESAMIENTO Y ANÁLISIS DE DATOS 
 
La información recopilada en el proceso de investigación de campo fue procesada a 
través de la utilización de las técnicas de la estadística descriptiva. 
 
Los procesos realizados en este sentido fueron los que se detallan a continuación: 
 
- Tabulación de datos ítem por ítem (pregunta por pregunta). 
 
- Elaboración de tablas o cuadros estadísticos porcentuales por c/u de los ítems. 
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- Elaboración de representaciones gráficas que objetivicen los resultados cuantitativos 
demostrados en los cuadros. 
 
Para analizar los resultados se procedió a describir e interpretar los valores cuantitativos 
que se encuentran en las tablas y gráficas estadísticas desarrolladas con anterioridad. 
 
Se realizó la inferencia correspondiente determinando la conclusión parcial con respecto 
















5. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
 El desarrollo y análisis que se ha ejecutado a lo largo de esta investigación, ha permitido 
detectar críticas falencias sobre el sistema legal que tutela los derechos de los trabajadores en el 
Ecuador, condición muy compleja si se toma en cuenta que los aspectos antijurídicos 
configurados no solo contra la legislación laboral sino también contra el régimen constitucional, 
han sido generados como consecuencia de la actividad legislativa, en este caso, de la Asamblea 
Nacional Constituyente durante el año 2008. 
 
 Sin embargo de lo manifestado anteriormente, es preciso destacar que también ha sido 
posible identificar potencialidades que permiten al Estado ecuatoriano garantizar la adecuada 
aplicación y respeto de los bienes jurídicamente protegidos en el ámbito laboral, en cuyo caso es 
recomendable reforzarlos y publicitarlos. 
 
 Establecida esta breve introducción en el marco de conclusiones y recomendaciones, es 
factible hacer alusión y fijar un detalle de las conclusiones y recomendaciones a las cuales se ha 
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5.1.  CONCLUSIONES  
 
 
- Si bien es cierto la tercerización puede ser aplicada en determinadas actividades 
laborales, bajo los parámetros jurídicos con los que ha sido estructurado el Mandato 
Constituyente N° 8 y su Reglamento de aplicación, la misma no es viable si la 
pretensión es la de garantizar el respeto de los derechos laborales. 
 
 
Se concluye que existe una alternativa que puede ayudar a subsanar los impases 
o controversias que el mencionado cuerpo normativo ha generado, ésta es la 
configuración de una nueva ley que regule de manera adecuada, las excepciones de 
contratación en el país, puesto que hoy en día la tercerización inmersa en los servicios 
técnicos especializados, se aplica de manera generalizada, es decir sin focalizar su 
ámbito de ejecución en determinados servicios que de ser ajenos a una actividad pública 
o empresarial, deberían estar plenamente determinados y regulados. 
 
 
En consecuencia, el Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de aplicación 
deben ser derogados inmediatamente de la legislación nacional, puesto que vulneran no 
solo derechos de los trabajadores sino que atentan contra normas expresas y claras que 
se establecen en la Constitución. 
 
 
- Es evidente que la gestión legislativa en el Ecuador se encuentra en pleno auge hoy en 
día, debido a la realidad política que se ha configurado y a la estructuración que los 
poderes estatales mantienen en sus diferentes ámbitos, esto es, legislativo, ejecutivo, 
judicial y de participación ciudadana, sin embargo de lo cual, tal situación no constituye 
necesariamente garantía de protección jurídica para los ciudadanos. 
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En este sentido, uno de los ejemplos más evidentes es la posibilidad legal que 
aún subsiste en la legislación ecuatoriana aplicar la precarización laboral y vulnerar así, 
los derechos de los trabajadores o empleados del país. 
 
 
- Los derechos laborales en el Ecuador son extremadamente importantes puesto que 
constituyen uno de los pilares sobre los que se sustenta la estructura social, tal es así, 
que la normativa constitucional vigente desde el año 2008 contempla su protección y su 
concepción bajo la perspectiva de constitucionalidad, es decir, que su imperio y su 




A tal efecto, vale decir que los derechos laborales más importantes que se 
encuentran contemplados en la Constitución vigente son la estabilidad de los 
trabajadores, seguridad social, adecuada retribución, acceso a los derechos 
remunerativos de los trabajadores, entre otros de similar connotación, los cuales es 
importante señalar, no son respetados cuando entra a operar la tercerización disfrazada 




- La tercerización laboral en el Ecuador constituyó por varios años uno de los atentados 
más visibles contra la integridad jurídica de la clase trabajadora en el país, más aun 
cuando la misma se encontraba avalada por la legislación. 
 
 
Vale decir en este caso, que como efecto directo, aún en la actualidad se 
presentan vulneraciones contra el interés individual de los trabajadores que prestaron 
sus servicios bajo esta modalidad, puesto que son varios los casos en los que los 
trabajadores tercerizados habiendo prestado sus servicios por muchos años a una 
empresa no accedieron a beneficios laborales que bajo el régimen común de trabajo, 
tenía derecho. 
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La tercerización en el Ecuador se mantuvo vigente gracias a que el mismo 
Estado era uno de los más importantes recurrentes del sistema antijurídico de 
contratación de servicios, tal es así que miles de trabajadores en todo el territorio 
nacional vieron afectados sus derechos sobre todo de estabilidad laboral. 
  
 
Adicionalmente a lo señalado en el párrafo que antecede, hay que tomar en 
cuenta que la implementación del marco legal que supuestamente ponía fin a la 
tercerización laboral no benefició a todos los trabajadores, esto en razón de que no todas 
las entidades estatales asumieron la responsabilidad patronal como lo ordenaba la 
normativa pertinente.   
 
 
- Los servicios técnicos especializados constituyen el punto más controvertido en lo 
concerniente a la protección jurídico-laboral en el Ecuador, pues los mismos 
representan el ámbito directo sobre el cual la tercerización puede ser llevada a cabo, 
esto, pese a que la misma se encuentra prohibida. 
 
 
Establecer condiciones de naturaleza jurídica civil para regular aspectos de 
índole laboral constituyen uno de los errores más graves que se configuran con la 
expedición y cumplimiento del Mandato Constituyente N° 8 conjuntamente con su 
Reglamento, básicamente porque al permitir este tipo de relaciones contractuales se 
presenta la posibilidad de evadir responsabilidades establecidas en la normativa laboral, 
hecho que no solo beneficia a los empleadores de un modo ilegal sino que se perjudica a 




- Se trata de justificar la vigencia de la precarización laboral y su supuesta validez 
jurídica en base a la determinación de campos en los cuales puede ser llevada a cabo, 
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cuyo argumento principal es el de contratar actividades que no son el objeto de la 
actividad de la empresa de que se trate. 
 
 
De las normas constitucionales relativas al ámbito laboral en el Ecuador, es 
factible señalar que las mismas le confieren un importante nivel de relevancia jurídica 
que desemboca en un tutelaje ejercido por el Estado a través de sus diferentes órganos 
respecto de los bienes jurídicamente protegidos de los trabajadores. 
 
 
En este sentido, es preciso manifestar que cualquier tipo de pretensión, incluso 
aquellas que provengan o tengan su origen en mandatos expresos de la Ley y cuya 
naturaleza vulnere o procure vulnerar la integridad de las garantías laborales alcanzadas 
y contenidas en la legislación nacional, generan de un modo inevitable una condición de 
inconstitucionalidad que atenta no solo contra el interés de la clase trabajadora en el 
país, sino también contra la estructura social, tal como sucede en el caso de la 
prestación de servicios técnicos especializados, en donde se categoriza ciertas 
actividades laborales y erróneamente se las vuelve susceptibles de ser contratadas bajo 




- Cuando se categoriza a determinadas actividades laborales dentro de parámetros 
contractuales especiales y se les atribuye en este caso el carácter o posibilidad de 
acceder a las mismas mediante figuras que en el Ecuador han sido ampliamente 
declaradas y consideradas como inconstitucionales, tal como sucede con la tercerización 
e intermediación laboral, se está permitiendo el fraccionamiento de la estructura jurídica 
general del Estado ecuatoriano mediante el irrespeto a la norma constitucional y sobre 
todo a la seguridad jurídica con la que cuentan obreros y trabajadores en el país, la cual 
implica contar a su vez con un respaldo legal que ponga de manifiesto los derechos 
laborales frente a cualquier abuso del poder, pero sobre todo, validar la importancia que 
las personas bajo la calidad de trabajadores mantienen y representan para el desarrollo 
del país. 
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Es importante tener en cuenta en este caso, que tanto la normativa legal como 
constitucional ecuatoriana determinan en principio que los derechos de los trabajadores 
son indivisibles, irrenunciables, imprescriptibles y otras características adicionales de 
similar connotación, con lo cual se busca proteger la integridad de los tutelados en este 
caso, por lo tanto, cualquier intención de encasillar determinadas actividades laborales 
dentro de un esquema distinto de contratación, resulta inconcebible e inconstitucional, 
mucho más cuando tal esquema o régimen coarta e incluso suprime derechos y 
garantías de los trabajadores como la estabilidad y acceso a los beneficios laborales y 
sociales inherentes por ley, figura o intencionalidad antijurídica que en el Ecuador 




- Es importante tener en cuenta que la satisfacción de una necesidad o requerimiento 
puede ser catalogada dentro del entorno laboral desde varias perspectivas, tal es el caso 
de las necesidades temporales o inmediatas y las necesidades indefinidas o mediatas, en 
cuyo caso, el nivel de relación laboral quedará marcado por el tiempo que tome 
satisfacer la necesidad de que se trate. 
 
 
Partiendo desde esta perspectiva, es válido indicar consecuentemente que no 
todas las acciones encaminadas o destinadas contractualmente a satisfacer necesidades 
son susceptibles de configurar una relación obrero-patronal o más propiamente dicho 
una relación laboral, lo cual no implica sin embargo, que no deban respetarse derechos 
y garantías legales plenamente vigentes en la actualidad. 
 
 
Respecto de lo manifestado, vale decir que en el caso específico de la prestación 
de servicios técnicos especializados tal como se halla configurado en la legislación 
ecuatoriana actualmente, se presentan dos aspectos que constituyen condiciones 
antijurídicas y por lo tanto perjudiciales para la sociedad, así entonces, en el primer caso 
está la clasificación de los referidos servicios cuya naturaleza en la mayoría de las 
actividades determinadas por el Mandato Constituyente respectivo si dan lugar a la 
configuración de un nexo o relación laboral, pero que no se los ha considerado en este 
sentido y por lo tanto lleva a hacer factible la coexistencia de la tercerización. 
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El segundo aspecto antijurídico es el hecho de dar paso al sistema de 
tercerización como tal, pues a lo largo de los años en el Ecuador se ha demostrado con 
amplio margen que es una figura atentatoria a los derechos de los trabajadores y por lo 
tanto inconstitucional bajo cualquier punto de vista.   
 
 
- Es evidente que la expedición del Mandato Constituyente N° 8 y su respectivo 
Reglamento de aplicación carecieron bajo cualquier punto de vista que se analice, de 
una fundamentación y estudio jurídico derivado del análisis de las normas legales de 
carácter laboral que se hallaban vigentes en su momento, lo que implicó de manera 
inevitable una confusión muy crítica respecto de las áreas o ámbitos que se pretendían 
normar, en cuyo caso, es factible aseverar que pese a ser buena la intencionalidad del 
Asamblea Constituyente de eliminar la tercerización laboral, la referida falta de análisis 
degeneró en una supuesta alternativa de solución casi tan mala como la misma 
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5.2.  RECOMENDACIONES  
 
- Desde el punto de vista socio-económico para los trabajadores, la precarización laboral 
no es deseable y su aplicación por lo menos en el Ecuador, no encuentra justificación 
alguna. 
 
En este sentido, ha de tenerse en cuenta que la figura precaria existente tiene 
que ser derogada en su totalidad por parte del legislador y suspender de esta manera los 
efectos nocivos del cual están siendo víctimas muchos ciudadanos trabajadores. 
 
 
- De manera previa a establecer cualquier tipo de alternativa o mecanismo tendiente a 
solucionar la problemática que se genera como consecuencia de la vulneración del 
derecho al trabajo por la coexistencia de la precarización laboral a través de la vigencia 
de los servicios técnicos especializados, se torna imperativo e inevitable para los 
intereses de la sociedad y del mismo Estado, desarrollar un estudio integral sobre los 
aspectos inherentes al tema que se ha tratado en esta investigación, contando para tal 
efecto con la participación e intervención de los sectores: Legislativo, judicial, 
universitario, la participación social activa y la de aquel que dicta las políticas 
económicas y de producción en el Ecuador, todo esto con la finalidad de detectar los 
aspectos negativos y falencias que devienen de la figura precaria existente y proponer 
mecanismos de solución basados en datos ciertos. 
 
 
Este punto es de suma importancia puesto que la aplicación de condiciones 
legales y laborales idóneas que se adapten a la realidad que vive la población y la 
sociedad ecuatoriana como tal, sólo pueden partir de estudios determinantes sobre los 




- Con la finalidad de garantizar que los derechos y garantías laborales sean cumplidas y 
respetadas a cabalidad no solo por el Estado sino también por parte del sector 
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productivo privado, es necesario que se instituya un marco de transición laboral que 
abarque integralmente a todos los trabajadores que hasta la fecha han venido prestando 
sus servicios bajo la modalidad de servidores técnicos especializados para que los 
mismos sean introducidos sin discriminación alguna, en el sistema de beneficios 
laborales comunes y legalmente establecidos en la legislación laboral 
independientemente de su naturaleza práctica. 
 
 
- Además de generar una solución integral al problema que ha generado la precarización 
laboral respecto de la prestación de servicios técnicos especializados en el Ecuador, es 
preciso señalar que resulta imperativo para los intereses de la sociedad y del Estado así 
como para la facultad que éste tiene de garantizar la seguridad jurídica en el país, 
establecer un marco de transición contractual que permita modificar la naturaleza civil 
de los contratos de prestación de servicios técnicos especializados a una de carácter 
laboral, y compatibilizar de este modo, la normativa legal factible y correcta de ser 
empleada con las actividades que son llevadas a cabo. 
 
 
Cabe tener en cuenta en este caso, que las modificaciones contractuales 
mantendrán preferencia siempre por los intereses de los empleados o trabajadores y sus 
efectos legales serán contados a partir de la fecha en que dicha transformación sea 
practicada, pues vale decir que pese a ser una condición jurídica anómala, las relaciones 




- Si bien la figura de servicios técnicos especializados establece relaciones no patronales 
que podrían ser de carácter civil, es menester tener en cuenta que la misma no puede 
mantenerse bajo los parámetros legales que actualmente la regulan, para que pueda 
coexistir, deberá estar plenamente definida, restringida y condicionada a las personas 
jurídicas, siendo éstas capaces de mantener una estructura en la cual no se vulneren los 
derechos laborales y concomitantemente generar la prestación de un servicio bajo el 
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presupuesto de no ser recurrente o indispensable, pero si necesario para el sector 
público o privado en el cumplimiento de sus fines. 
 
 
Una de las premisas más importantes a ser tomadas en cuenta por el legislador 
ecuatoriano para llevar a cabo el desarrollo de un marco legal que regule 
específicamente la prestación de servicios técnicos especializados, es la de entender 
integralmente la naturaleza jurídica y práctica de las actividades que tales servicios 
implican, es decir, encontrarse en la capacidad analítica para dirimir la diferencia entre 




La pretensión directa que acarrea este punto, es evitar que se implementen 
normas ajenas a la jurisdicción laboral capaces de generar condiciones jurídicas no 
deseables, en virtud de las cuales se torne factible la interpretación extensiva o 
aplicación sesgada de las disposiciones. 
 
 
Vale decir que este ha sido uno de los problemas más importantes que se detectaron en 
el desarrollo y análisis de la problemática, ya que la confusión provocada sea 
intencional o inintencionalmente por parte del Asamblea Constituyente y del poder 
Ejecutivo en este caso, ha dejado equivocadamente bajo el criterio del empleador la 
posibilidad de escoger a que régimen ha de someter la relación empleador -  empleado. 
 
 
- La tercerización laboral en el Ecuador como institución jurídica debe ser eliminada en 
su totalidad, es decir, que no será justificable su utilización bajo ningún esquema 
jurídico ni condición laboral futura que se presente, principalmente porque ésta 
representa uno de los mecanismos más influyentes y determinantes en la explotación 
laboral de cientos de miles de trabajadores ecuatorianos a lo largo de los últimos años. 
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En este sentido, cualquier tipo de actividad relacionada con la prestación de servicios 
técnicos especializados que no pueda ser normada bajo el régimen común de relación 
laboral debido a la naturaleza que la caracteriza o al tipo de necesidad que el empleador 
tenga, por citar dos ejemplos, necesariamente tendrá que someterse a un marco 
contractual especial que será así mismo establecido legal o reglamentariamente por 
autoridad competente, pero siempre teniendo en cuenta la esencia o naturaleza laboral 
que conlleva el tipo de actividad y la relación que genera.  
 
 
Es decir, bajo ningún criterio se podrá aceptar la aplicación de normas contractuales de 
carácter civil en relaciones netamente de índole laboral, en cuyo caso, es obligación 
intrínseca de la actividad legislativa brindar opciones jurídico-normativas que permitan 
enmarcar los compromisos y derechos de las partes intervinientes en una relación que se 
desprenda como resultado de la prestación de servicios técnicos especializados.   
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5.3.  PROPUESTA  
 
 Como se ha referido en el presente trabajo investigativo, la propuesta encaminada a 
resolver el problema planteado se basa en parámetros eminentemente jurídicos encaminados a 
los siguientes presupuestos: 
 
- Sustitución del Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento de aplicación a través de 
la promulgación de una ley especial que mantenga el espíritu de eliminación de la 
tercerización,  intermediación laboral, contratación laboral por horas y cualquier otra 
forma de precarización laboral y compendia la normativa existente y relacionada con la 
contratación de actividades complementarias, jornadas parciales y que incluya la 
propuesta manifestada en el presente trabajo de investigación relacionado con los 
servicios especializados. 
 
- Expedición del articulado encaminado a proteger las relaciones obrero-patronales 
considerando las excepciones relativas a las actividades complementarias y las 
actividades especializadas. 
 
Por lo indicado, la propuesta es condensar la normativa reguladora laboral en un solo cuerpo 
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TÍTULO PRELIMINAR 





Art. 1.- Se prohíbe la tercerización e intermediación laboral, la contratación laboral por horas y 
cualquier forma de precarización de las relaciones de trabajo en las actividades a las que se 
dedique la empresa o empleador. La relación laboral será directa y bilateral entre trabajador y 
empleador. 
 
Art. 2.- Las instituciones del sector público como las empresas o empleadores del sector 
privado que requieran contratar servicios ajenos a las actividades económicas o públicas que 
desempeñan, podrán acceder a la contratación de actividades complementarias y/o 
especializadas siempre que éstas sean generadas por una persona jurídica. Las prestadoras de 
servicios complementarios o especializados, estarán obligadas a cumplir con las obligaciones 
obrero-patronales que se generen entre éstas y sus empleados. 
 
Art. 3.- Las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas que realicen actividades de 
tercerización e intermediación laboral y las empresas usuarias que utilicen los servicios de las 
mismas, en violación de esta prohibición, serán sancionadas por separado, con una multa de 
veinte (20) sueldos o salarios básicos unificados del trabajador en general, por cada trabajador 
que sea tercerizado o intermediado. Esta sanción será impuesta por los directores regionales del 
trabajo en sus respectivas jurisdicciones. La empresa usuaria además, asumirá en forma estable 
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TÍTULO I 




CONTRATACIÓN DE ACTIVIDADES COMPLEMENTARIAS 
 
Art. 4.- Definición de actividades complementarias.- Se denominan actividades 
complementarias aquellas que realizan compañías mercantiles, personas naturales u 
organizaciones de la Economía Popular y Solidaria, con su propio personal, ajenas a las labores 
propias o habituales del proceso productivo de la usuaria. La relación  laboral operará 
exclusivamente entre la compañía mercantil u organizaciones de la Economía Popular y 
Solidaria y el personal por ésta contratado en los términos de la Constitución de la República y 
la Ley. 
 
Constituyen actividades complementarias de la usuaria las siguientes: Vigilancia-seguridad, 
alimentación, mensajería y limpieza. 
 
Se entenderá por vigilancia-seguridad fija, la que se presta a través de un puesto de seguridad 
fijo o por cualquier otro medio similar, con el objeto de brindar protección permanente a las 
personas naturales y jurídicas, bienes muebles e inmuebles y valores en un lugar o área 
determinados; y, por vigilancia-seguridad móvil, la que se presta a través de puestos de 
seguridad móviles o guardias, con el objeto de brindar protección a personas, bienes y valores 
en sus desplazamientos. 
 
Las personas naturales podrán realizar actividades complementarias de alimentación, mensajería 
y limpieza, y para lo cual deberán contar con la respectiva calificación y autorización del 
Ministerio de Relaciones Laborales. 
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Art. 5.- Naturaleza de la Relación.- La relación entre los prestadores de actividades 
complementarias y el personal por éste contratado será de índole laboral, sin perjuicio de la 
responsabilidad solidaria de la persona en cuyo provecho se preste el servicio. 
 
Los trabajadores que laboren en estas empresas, tendrán todos los derechos consagrados en la 
Constitución Política de la República, convenios con la OIT, ratificados por el Ecuador, el 
Código del Trabajo, la Ley de Seguridad Social , la presente ley y demás normas aplicables. 
 
Art. 6.- De la manera de contratación.- En el contrato de trabajo que se suscriba entre la 
empresa que se dedica a actividades complementarias y cada uno de sus trabajadores, en ningún 
caso se pactará una remuneración inferior a la básica mínima unificada o a los mínimos 
sectoriales, según la actividad o categoría ocupacional.  
 
Dichos contratos de trabajo obligatoriamente deben celebrarse por escrito y registrarse dentro de 
los treinta días subsiguientes a su celebración, ante el Ministerio de Relaciones Laborales. 
 
Es nula toda cláusula que impida que el trabajador de actividades complementarias sea 
contratado directamente por la usuaria bajo otra modalidad contractual. 
 
La empresa que realiza actividades complementarias tiene la obligación de entregar al 
trabajador contratado el valor total de la remuneración que por tal concepto reciba de la usuaria, 
lo cual deberá acreditarse mediante la remisión mensual de una copia de los roles de pago 
firmados por los trabajadores y las planillas de aportes al IESS con el sello de cancelación o los 
documentos que acrediten tales operaciones, requisito sin el cual la usuaria no realizará el pago 
de la respectiva factura a la empresa que se dedica a actividades complementarias. 
 
Art. 7.- Contratación directa y bilateral.- El personal de controles y filtros de seguridad de los 
aeropuertos y puertos marítimos que no utiliza armas, será contratado de manera directa y 
bilateral por las entidades o administradores a cargo de los mismos por cuanto esas actividades 
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son propias y habituales en sus operaciones. En los demás casos, la vigilancia-seguridad de 
aeropuertos y puertos marítimos podrá ser contratada con empresas autorizadas para realizar 
estas actividades. 
 
Para el caso de los servicios de alimentación de hoteles, clínicas y hospitales, los empleadores 
podrán contratar directamente a los trabajadores, con quienes tendrán una relación laboral 
directa y bilateral; así como también podrán contratar dichos servicios a compañías mercantiles, 




Las labores de desbroce, roce, mantenimiento de canales de riego, limpieza de bananeras, 
cañaverales y otra clase de plantaciones, y todas las similares que se desarrollan en las 
actividades agrícolas, bajo ningún concepto serán consideradas como actividades 
complementarias sino como propias y habituales de dicha rama productiva y por consiguiente 
todo el personal encargado de las mismas deberá ser contratado en forma directa y bilateral. 
 
De igual manera, todos los trabajos de aseo y limpieza de calles, veredas, y de mantenimiento 
de parques no podrán ser catalogados como actividades complementarias sino como labores 
cuya contratación de personal deberá realizarse de modo directo y bilateral. 
 
Art. 8.- Autorización.- El Ministerio de Relaciones Laborales autorizará el funcionamiento de 
las compañías mercantiles, personas naturales u organizaciones de la Economía Popular y 
Solidaria que se constituyan con el objeto único y exclusivo de dedicarse a la realización de 
actividades complementarias, encargándose de su control y vigilancia permanente a las 
Direcciones Regionales del Trabajo, las que organizarán y tendrán bajo su responsabilidad los 
registros de las compañías mercantiles, personas naturales u organizaciones de la Economía 
Popular y Solidaria, dedicadas a actividades complementarias, sin perjuicio de las atribuciones 
de las autoridades de control. 
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La autorización para la realización de actividades complementarias, con vigencia en todo el 
territorio nacional, tendrá validez de dos años la primera vez que se la obtenga, de cinco años 




Sin embargo, en cualquier tiempo y previo el procedimiento administrativo que corresponda y 
asegurando los mecanismos del debido proceso, el Ministerio de Relaciones Laborales podrá 
aplicar las sanciones previstas en la presente norma. 
 
En el caso específico de las actividades de guardianía y de seguridad privada, únicamente 
podrán ser compañías mercantiles en virtud de la ley que las regula. 
 
Art. 9.- Requisitos para la autorización.- Para obtener la autorización de funcionamiento, las 
compañías mercantiles, personas naturales y cooperativas de servicios que realizan actividades 
complementarias, deberán cumplir con los siguientes requisitos: 
 
1.- Presentar el certificado de existencia legal otorgada por la entidad que le concedió la 
personería jurídica. 
 
2.- Las compañías mercantiles deberán presentar copia certificada de la escritura de constitución 
o reforma de sus estatutos que deberá estar debidamente inscrita y registrada en la forma 
prevista en la ley, y cuyo objeto social será exclusivamente la realización de actividades 
complementarias de vigilancia-seguridad, alimentación, mensajería o limpieza; y, acreditar un 
capital social mínimo de diez mil dólares, pagado en numerario, y para el caso de las 
cooperativas de servicios, únicamente justificar dicha calidad. 
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Debe además certificar que cuenta con sus propios equipos y maquinarias para la prestación de 
tales servicios, mediante documentos que demuestren la titularidad de los mismos a nombre de 
la organización registrada. 
 
Las organizaciones de la Economía Popular y Solidaria presentarán en el Ministerio de 
Relaciones Laborales, copia certificada del estatuto y de sus posteriores reformas debidamente 
registradas en la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 
 
El objeto social de la compañía u organizaciones de la Economía Popular y Solidaria podrá 
abarcar una o varias de las antes indicadas actividades complementarias. 
 
3.- Entregar copia certificada por Notaría Pública del Registro Único de Contribuyentes vigente, 
(RUC). 
 
4.- Copia certificada del nombramiento del representante legal, debidamente registrado o del 
nombramiento de la directiva o representante legal para el caso de las organizaciones de la 
Economía Popular y Solidaria. 
 
5.- Documento original y actualizado del IESS o copia certificada que acredite la titularidad del 
registro patronal, y de no encontrarse en mora en el cumplimiento de obligaciones, tanto para la 
organización como de todos sus miembros de ser el caso. 
 
6.- Contar con infraestructura física y estructura organizacional, administrativa y financiera que 
garantice cumplir eficazmente con las obligaciones que asume dentro de su objeto social, lo que 
deberá ser acreditado por el Ministerio de Relaciones Laborales mediante la inspección prevista 
en los requisitos para obtener el permiso de funcionamiento en actividades complementarias. 
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En ningún caso estarán exentas del cumplimiento de las obligaciones previstas en el Código del 
Trabajo, en la Ley de Seguridad Social y demás normas aplicables. 
 
Art. 10.- De las clases de contratos.- La realización de actividades complementarias requerirá 
de la suscripción de dos clases de contratos: 
 
a) Un contrato mercantil de actividades complementarias entre la empresa dedicada a estas 
gestiones y la usuaria, en el cual se establecerá expresamente las actividades complementarias 
del proceso productivo, que se desarrollarán mediante esta contratación. En el referido contrato 
deberá constar de manera precisa la remuneración que percibirá cada trabajador de la 
contratista, laborando jornadas de ocho horas diarias y cuarenta semanales; y, 
 
b) Un contrato de trabajo celebrado por escrito, entre la empresa que realiza actividades 
complementarias y cada uno de sus trabajadores.  
 
La empresa que realiza actividades complementarias, en el contrato mercantil que celebre con la 
usuaria, deberá garantizar el pago íntegro de las remuneraciones del trabajador y de todos sus 
beneficios laborales y de seguridad social. 
 
Art. 11.- Remuneraciones mínimas.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, en 
ningún caso se pactará una remuneración inferior a la remuneración básica mínima unificada o a 
los sueldos y salarios mínimos sectoriales, según la actividad o categoría ocupacional. 
 
El Ministerio de Trabajo y Empleo, en el plazo máximo de 90 días tramitará a través de las 
comisiones sectoriales respectivas, la actualización y fijación de las remuneraciones sectoriales 
de las actividades complementarias de vigilancia-seguridad, alimentación, mensajería y 
limpieza. 
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Para los efectos de la estabilidad de los trabajadores respecto de la compañía mercantil, persona 
natural u organización de la Economía Popular y Solidaria que realizan actividades 
complementarias, se estará a lo establecido en la ley. 
 
Art. 12.- Responsabilidad solidaria.- Sin perjuicio de la responsabilidad principal del obligado 
directo y dejando a salvo el derecho de repetición, la persona en cuyo provecho se realiza la 
actividad complementaria, será responsable solidaria del cumplimiento de las obligaciones 
laborales. 
 
Art. 13.- Pago de utilidades.- Los trabajadores de las empresas contratistas de actividades 
complementarias de acuerdo con su tiempo anual de servicios, participarán proporcionalmente 
del porcentaje legal de las utilidades líquidas de las empresas contratantes en cuyo provecho se 
prestó el servicio. Si las utilidades de la empresa que realiza actividades complementarias fueren 
superiores a las de la usuaria, el trabajador solo percibirá éstas. 
 
Art. 14.- Fondo de Reserva.- Para el pago del Fondo de Reserva de los trabajadores, las 
empresas que realizan actividades complementarias se sujetarán a lo previsto en el artículo 149 
de la Ley de Seguridad Social. 
 
Las empresas usuarias contratantes y las contratistas que realizan actividades complementarias, 
junto a la declaración de utilidades en el formulario de especie valorada, deberán presentar una 
copia de sus declaraciones del impuesto a la renta, en función de las cuales, el Ministerio de 
Trabajo y Empleo verificará que empresa generó mayores utilidades. 
 
Art. 15.- Obligaciones de las empresas contratantes.- La contratante y contratista de 
actividades complementarias, están en la obligación de informar al trabajador sobre los riesgos 
derivados del desempeño de su trabajo, así como suministrar los medios e instrumentos de 
protección y prevención respecto de aquellos. 
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Art. 16.- Prohibiciones y obligaciones para las empresas que realizan actividades 
complementarias.- Se prohíbe cualquier cobro al trabajador y se considerará renuncia de 
derechos del trabajador y acarreará nulidad todo pacto y toda cláusula o estipulación que le 
obligue a pagar a la empresa que realiza actividades complementarias o a la usuaria, cantidades, 
honorarios o estipendios a título de gasto o en concepto de pago por reclutamiento, selección, 
capacitación, formación o contratación, cualquiera que sea su denominación. 
 
Art. 17.- Infracciones de las empresas que realizan actividades complementarias y 
sanciones.- El Ministerio de Relaciones Laborales expedirá en un término de 60 días contados a 
partir de la publicación de la presente norma en el Registro Oficial, las regulaciones sobre la 




DE LAS ACTIVIDADES ESPECIALIZADAS 
 
Capítulo I 
CONTRATACIÓN CIVIL DE ACTIVIDADES ESPECIALIZADAS 
 
Art. 18.- Definición de actividades especializadas.- Se denominan actividades especializadas 
a aquellas que realizan compañías mercantiles, con su propio personal profesional, que pueden 
ser o no ajenas a las labores propias o habituales del proceso productivo de la usuaria.  
 
Art. 19.- Contratación civil de servicios especializados.- Se podrá contratar civilmente 
actividades especializadas contables, de publicidad, de consultoría, de auditoría, jurídicas, de 
sistemas, entre otras; que sean prestadas únicamente por personas jurídicas con su propio 
personal y que contarán con la adecuada infraestructura física y estructura organizacional, 
administrativa y financiera. La relación  laboral operará exclusivamente entre la compañía 
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mercantil y el personal por ésta contratado en los términos de la Constitución de la República y 
el Código de Trabajo.  
 
Art. 20.- Contratación en el sector estratégico público.- Las empresas del sector estratégico 
público, de hidrocarburos, telecomunicaciones, electricidad, minero, de aeropuertos y puertos 
marítimos, podrán contratar civilmente servicios especializados que requieran para sus procesos. 
Los trabajadores de las empresas de actividades especializadas, tendrán relación directa y 
bilateral con éstas y se sujetarán a las disposiciones del Código de Trabajo. 
 
La contratista de servicios especializados contará con sus propios equipos y maquinarias para la 
prestación de tales servicios. 
 
No habrá responsabilidad solidaria de las empresas del sector estratégico público que contraten 
estos servicios especializados. 
 
Art. 21.- Excepción.- Se exceptúan los servicios profesionales prestados por personas naturales 
que en la relación de índole civil generada, no configuren los tres elementos que integran y 
definen al contrato de trabajo: a) Prestación de servicios lícitos y personales; b) Relación de 
dependencia o subordinación jurídica que implica horario de trabajo y acatamiento de las 
órdenes del empleador; y, c) Remuneración. 
 
El Ministerio de Relaciones Laborales otorgará a los profesionales prestadores de servicios, una 
Certificación de Prestación de Servicios Profesionales la misma que los facultará suscribir 
contratos de índole civil. 
  
Art. 22.- De las clases de contratos.- La realización de actividades especializadas requerirá de 
la suscripción de dos clases de contratos: 
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a) Un contrato mercantil de actividades especializadas entre la empresa dedicada a estas 
gestiones y la usuaria, en el cual se establecerá expresamente las actividades especializadas que 
se desarrollarán mediante esta contratación. En el referido contrato deberá constar de manera 
precisa la remuneración que percibirá cada trabajador de la contratista, laborando jornadas de 
ocho horas diarias y cuarenta semanales; y, 
 
b) Un contrato de trabajo celebrado por escrito, entre la empresa que realiza actividades 
especializadas y cada uno de sus trabajadores.  
 
Los contratos civiles de prestación de servicios especializados, celebrados con el sector 
estratégico público y demás entidades y empresas de los sectores públicos y privados, deberán 
ser enviados al Ministerio de Relaciones Laborales para fines de registro y control, en las 
unidades que deben organizar las direcciones regionales de trabajo. 
 
Capítulo II 
INFRACCIONES Y SANCIONES 
 
Art. 23.- Infracciones de la empresa contratante y sanciones.- Se prohíben contratar a 
empresas de actividades complementarias y actividades especializadas, que no cuenten con la 
respectiva autorización de funcionamiento otorgada por el Ministerio de Relaciones Laborales.  
 
El Ministerio de Relaciones Laborales entregará a las empresas que realizan actividades 
complementarias y actividades especializadas, los certificados que acrediten la vigencia de 
dicha autorización, documento que será incorporado como habilitante para la celebración de los 
contratos mercantiles. 
 
El Ministerio de Relaciones Laborales publicará mensualmente a través de sus medios de 
comunicación virtuales y periódicamente en el Registro Oficial, la lista de las empresas de 
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actividades complementarias y actividades especializadas cuyas autorizaciones de 
funcionamiento se encuentren vigentes. 
 
A las usuarias del sector privado y a los funcionarios del sector público que contraten a una 
persona jurídica, con pleno conocimiento que ésta no se encuentra autorizada para el ejercicio 
de actividades complementarias o actividades especializadas, se les impondrá una multa de diez 
(10) remuneraciones básicas mínimas unificadas.  
 
Estas sanciones serán impuestas por los Directores Regionales de Trabajo e incorporadas al 
registro, que al efecto se llevará en la respectiva Dirección Regional del Trabajo. 
 
En los lugares donde no haya direcciones regionales, los inspectores del trabajo una vez 
conocida la infracción, remitirán en el término de 48 horas, la documentación e informe 




Art. 24.- Vinculación.- Las empresas de actividades complementarias y actividades 
especializadas y las usuarias no pueden entre sí, ser matrices, filiales, subsidiarias ni 
relacionadas, ni tener participación o relación societaria de ningún tipo, hecho que debe 
acreditarse mediante una declaración juramentada de los representantes legales de las empresas 
que suscriben el contrato y otorgada ante notario o juez competente que determine esta 
circunstancia.  
 
La usuaria del sector privado que contrate a una persona jurídica, vinculada para el ejercicio de 
las actividades complementarias, asumirá a los trabajadores como su personal de manera directa 
y será considerada para todos los efectos como empleador del trabajador, vínculo que se regirá 
por las normas del Código del Trabajo. Además, será sancionada con una multa de seis (6) 
remuneraciones básicas mínimas unificadas, sanción que será impuesta por los directores 
regionales. Si esta vinculación sucediera en el sector público, será el funcionario que contrate la 
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empresa de actividades complementarias quien asumirá a los trabajadores a título personal como 
directos y dependientes, sin que las instituciones del sector público, empresas públicas estatales, 
municipales y por las entidades de derecho privado en las que, bajo cualquier denominación, 
naturaleza o estructura jurídica, el Estado o sus Instituciones tienen participación accionaria 
mayoritaria y/o aportes directos o indirectos de recursos públicos, puedan hacerse cargo de ellos 
ni asuma responsabilidad alguna, ni siquiera en lo relativo a la solidaridad patronal que en todos 
los casos corresponderá a dicho funcionario, quien además será sancionado con multa de seis 
(6) remuneraciones básicas mínimas unificadas y la remoción o pérdida de su cargo, según 
corresponda, sin derecho a indemnización alguna. 
 
Cuando se presuma la existencia de vinculación entre las usuarias y las empresas contratistas de 
actividades complementarias y actividades especializadas, el Ministerio de Relaciones 
Laborales solicitará toda la información que requiera a la Superintendencia de Compañías, 
Servicio de Rentas Internas, Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social y otras instituciones. 
 
Se establecerá la vinculación cuando la información que proporcionen dichas entidades 
determinen que la usuaria y la compañía mercantil, persona natural u organización de la 
Economía Popular y Solidaria que realiza actividades complementarias y actividades 
especializadas, sus socios o accionistas, comparten intereses, patrimonio o administración 
financiero-contable, en uno o más de estos casos. 
 
Art. 25.- Las violaciones de las normas de la presente ley que no hayan fijado una sanción 
especial, serán penadas por el Director Regional del Trabajo quien impondrá multas de un 
mínimo de tres y hasta un máximo de veinte sueldos o salarios básicos unificados del trabajador 
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TÍTULO IV 
DE LAS JORNADAS PARCIALES 
 
Capítulo I 
CONTRATACIÓN DE JORNADAS PARCIALES 
 
Art. 26.- De las Jornadas Parciales.- Con el fin de promover el trabajo, se garantiza la jornada 
parcial prevista en el artículo 82 del Código del Trabajo y todas las demás formas de 
contratación contempladas en dicho cuerpo legal, en la que el trabajador gozará de estabilidad y 
de la protección integral de dicho cuerpo legal y tendrá derecho a una remuneración que se 
pagará aplicando la proporcionalidad en relación con la remuneración que corresponde a la 
jornada completa, que no podrá ser inferior a la remuneración básica mínima unificada. 
Asimismo, tendrá derecho a todos los beneficios de ley, incluido el fondo de reserva y la 
afiliación al régimen general del seguro social obligatorio. 
 
En las jornadas parciales, lo que exceda del tiempo de trabajo convenido, será remunerado como 
jornada suplementaria o extraordinaria, con los recargos de ley. 
 
Art. 27.- Contratación de trabajadores, a través de jornadas parciales.- El Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social deberá establecer inmediatamente la normativa para el régimen 
de aportaciones mensuales proporcionales correspondiente a estos contratos de jornada parcial. 
 
El trabajador que a la fecha de expedición de la presente ley se encontraba laborando bajo 








Primera.- Los profesores de establecimientos particulares de niveles pre primario, primario, 
medio y superior, que no laboren jornadas completas diarias o semanales de trabajo, serán 
contratados mediante la modalidad de jornada parcial. El Ministerio de Relaciones Laborales 
establecerá la respectiva Comisión Sectorial para la fijación del sueldo o salario básico 
unificado de los trabajadores de este sector. Además, tendrán derecho a la protección integral 




Primera.- Todos los contratos de servicios técnicos especializados celebrados por usuarios del 
sector público o privado, vigentes a la fecha de expedición de la presente ley, deberán adecuarse 
a las disposiciones del Título II de esta norma en un plazo de 360 días contados desde la 
publicación de la presente norma en el Registro Oficial. Las personas naturales prestadoras de 
servicios técnicos especializados podrá dar por terminada expresamente la relación civil 
existente con la usuaria, ante lo cual, ésta última no deberá asumir dentro de su nómina a este 
personal.  
 
Segunda.- Las disposiciones relacionadas a la contratación colectiva de trabajo en las 
instituciones del sector público contenidas en el Mandato Constituyente N° 8 y su Reglamento, 
deberán incorporarse a la presente ley en un plazo de 180 días contados desde su publicación en 
el Registro Oficial. 
 
Disposición Final.- De la ejecución de la presente ley que entrará en vigencia a partir de su 
publicación en el Registro Oficial, encárguese el Ministro de Relaciones Laborales. 
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